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Señores 

JUZGADO DOCE (12°) DEL CIRCUITO DE CALI  
j12cccali@cendoj.ramajudicial.gov.co  

E. S. D. 

 

REFERENCIA: VERBAL DE RESPONSABILIDAD CIVIL 

EXTRACONTRACTUAL 

DEMANDANTE: ALEXANDRA PATRICIA MENESES GONZALES 

DEMANDADOS:  
LLAMADO EN GARANTÍA: 

HELIBERTO RIOS ROSA Y OTRO 

LA EQUIDAD SEGUROS GENERALES O.C. 

RADICADO: 760013103012-2022-00071-00 

 

 
ASUNTO: CONTESTACIÓN A LA DEMANDA Y AL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA  

 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 19.395.114 

de Bogotá D.C., abogado titulado y en ejercicio, portador de la tarjeta profesional No. 39.116 del 

Consejo Superior de la Judicatura, actuando en mi condición de Representante Legal de G. 
HERRERA & ASOCIADOS ABOGADOS S.A.S., persona jurídica, legalmente constituida, 

identificada con Nit. 900.701.533-7, firma que actúa como apoderada general de la Compañía LA 
EQUIDAD SEGUROS GENERALES ORGANISMO COOPERATIVO, identificada con Nit. 

830.008.686-1 sociedad cooperativa de seguros, de conformidad con la Escritura Pública No. 2779 

de la Notaría 10 de Bogotá D.C., del 02 de diciembre de 2021, inscrita bajo el registro No 

2100580240 del libro XIII. De manera respetuosa y encontrándome dentro del término legal, 

manifiesto comedidamente que procedo, en primer lugar, a CONTESTAR LA DEMANDA 
Declarativa de Responsabilidad Civil Extracontractual promovida por la señora ALEXANDRA 

PATRICIA MENESES GONZALES  en contra de HELIBERTO RIOS ROSA y Otros; y, en segundo 

lugar a, CONTESTAR EL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA formulado por VAN DE LEUR TRADING 

S.A.S. a mi mandante, para que en el momento en que se vaya a definir el litigio, se tengan en 

cuenta los hechos y precisiones que se hacen a continuación, según las pruebas que se practiquen, 

anticipando que me opongo a todas y cada una de las pretensiones sometidas a consideración de 

su Despacho, en los siguientes términos: 

 

Es necesario precisar que el presente escrito se dividirá en dos capítulos: en el primero de ellos se 

hará la contestación a la demanda la cual da inicio a este proceso; en el segundo se hará la 

contestación al llamamiento en garantía realizado por VAN DE LEUR TRADING S.A.S. a mi 

prohijada.   

 

CAPITULO I: 
CONTESTACIÓN A LA DEMANDA 

mailto:j12cccali@cendoj.ramajudicial.gov.co
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I. PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
 

AL HECHO “PRIMERO”: A mi procurada no le consta lo manifestado en este numeral respecto del 

supuesto accidente de tránsito acaecido el 27 de abril de 2020, comoquiera que en su calidad de 

aseguradora no intervino ni tuvo injerencia alguna en la producción de dicho suceso. De modo que, 

solicito su acreditación fáctica en virtud del principio de la carga de la prueba predicable de la parte 

actora acorde con el Art. 167 del C.G.P. Sin embargo, en observancia del Informe Policial de 

Accidente de Tránsito allegado con el libelo de demanda, se constata que, contrario a lo establecido 

en la demanda, el accidente no ocurrió en la vía Cali – Yumbo calle 15, sino que se produce entre 

la berma y el ingreso a la bomba “ESSO”.  

 

AL HECHO “SEGUNDO”: A mi procurada no le consta de manera directa ninguna de las 

manifestaciones este hecho, comoquiera que corresponde a aspectos propios de la esfera íntima y 

personal de los actores. En consecuencia, corresponde al extremo actor acreditar su dicho en los 

términos del artículo 167 del C.G.P. 

 

AL HECHO “TERCERO”: A mi procurada no le consta de manera directa lo manifestado en este 

hecho, comoquiera que en su calidad de aseguradora no intervino ni tuvo injerencia alguna en la 

producción del suceso reseñado. En consecuencia, corresponde al extremo actor acreditar su dicho 

en los términos del artículo 167 del C.G.P. 

 

AL HECHO “CUARTO”: A mi procurada no le consta de manera directa lo manifestado en este 

hecho, comoquiera que en su calidad de aseguradora no intervino ni tuvo injerencia alguna en la 

producción del suceso reseñado. En consecuencia, corresponde al extremo actor acreditar su dicho 

en los términos del artículo 167 del C.G.P. 

 

AL HECHO “QUINTO”: A mi procurada no le consta de manera directa lo manifestado en este 

hecho, comoquiera que en su calidad de aseguradora no intervino ni tuvo injerencia alguna en la 

producción del suceso reseñado. En consecuencia, corresponde al extremo actor acreditar su dicho 

en los términos del artículo 167 del C.G.P. 

 

No obstante, debe recalcarse que la hipótesis decantada en el IPAT no implica o no es un 

señalamiento y/o adjudicación de responsabilidad alguna. Hay que tener presente que,  lo que allí 

se consigna corresponde como su nombre lo indica a una mera hipótesis (es decir, la palabra 

hipótesis tal como está definida por la Real Academia Española se refiere a una “Suposición de algo 

posible o imposible para sacar de ello una consecuencia”); dicha suposición es realizada por un 

agente de tránsito que hace presencia en el lugar de la colisión momentos posteriores a la 

ocurrencia de los hechos, es decir, no fue testigo del mismo, y por consiguiente, tampoco puede ser 

considerado como plena prueba dentro del presente proceso. 
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En otras palabras, a pesar de la hipótesis contenida en el Informe Policial de Accidente de Tránsito, 

esta no puede tomarse como prueba suficiente para imputar la parte pasiva la ocurrencia del 

accidente de tránsito objeto de litigio, pues se reitera que tal hipótesis contiene tan solo una 

posibilidad, completamente susceptible de ser controvertida, más en este caso, pues de acuerdo al 

croquis realizado por el agente de tránsito, no se vislumbra ninguna señalización que prohíba el 

cruce a la derecha para el ingreso a la bomba “ESSO”.  

 

AL HECHO “SEXTO”: A mi procurada no le consta de manera directa ninguna de las 

manifestaciones este hecho, comoquiera que corresponde a aspectos propios de la esfera íntima y 

personal de los actores. En consecuencia, corresponde al extremo actor acreditar su dicho en los 

términos del artículo 167 del C.G.P. 

 

No obstante, del análisis de las documentales obrantes en el plenario se observa que en el proceso 

que se adelanta en el Juzgado 3º Civil del Circuito de Cali, bajo radicado 760013103-003-2021-

000110-00, se manifestó en los hechos de la demanda que el hogar de Pablo Emilio Liévano 

González está conformado por los señores José Emiliano Liévano Morales, Ana Felisa González 

de Liévano, Blanca Stella Liévano González, Ana Leiver Liévano González, Alexander Liévano Toro 

y José Luis Liévano Vallejo, sin que se haga mención alguna de la presunta compañera permanente, 

quien ahora presenta esta demanda.  

 

AL HECHO “SÉPTIMO”: A mi procurada no le consta de manera directa ninguna de las 

manifestaciones este hecho, comoquiera que corresponde a aspectos propios de la esfera íntima y 

personal de los actores. En consecuencia, corresponde al extremo actor acreditar su dicho en los 

términos del artículo 167 del C.G.P. 

 

AL HECHO “OCTAVO”: A mi procurada no le consta de manera directa ninguna de las 

manifestaciones este hecho, comoquiera que corresponde a aspectos propios de la esfera íntima y 

personal de los actores. En consecuencia, corresponde al extremo actor acreditar su dicho en los 

términos del artículo 167 del C.G.P. 

 

AL HECHO “NOVENO”: A mi procura no le consta lo manifestado en este numeral respecto del 

supuesto accidente de tránsito acaecido el 27 de abril de 2020, comoquiera que en su calidad de 

aseguradora no intervino ni tuvo injerencia alguna en la producción de dicho suceso. De modo que, 

solicito su acreditación fáctica en virtud del principio de la carga de la prueba predicable de la parte 

actora acorde con el Art. 167 del C.G.P.  

 

Sin embargo, en observancia del Informe Policial de Accidente de Tránsito (IPAT) aportado con el 

libelo de demanda, se constata que, contrariamente a lo alegado por la parte demandante, el 

accidente no ocurrió en la vía Cali-Yumbo, calle 15, sino entre la berma y el acceso a la bomba 
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"ESSO". Esto desvirtúa la afirmación de que el señor Pablo Emilio Liévano González se desplazaba 

por su carril a una velocidad permitida, dado que, según el IPAT, se encontraba en la berma. 

Además, el croquis del informe no muestra ninguna señalización que impida el acceso de vehículos 

por la berma a dicha estación de servicio: 

 
En este contexto, la hipótesis del IPAT no puede considerarse prueba concluyente para atribuir la 

responsabilidad del accidente a la parte demandada, pues solo constituye una posibilidad, 

completamente susceptible de controversia. De hecho, el croquis realizado por el agente de tránsito 

demuestra que no había señalización que prohibiera el giro a la derecha hacia la bomba "ESSO", y 

tampoco respalda la afirmación de que el vehículo DIP-34F transitaba por un carril reglamentario, 

contrario a ello, lo que refleja es que el motociclista circulaba por la berma de la vía, incumpliendo 

lo establecido en el artículo 94 del Código Nacional de Tránsito. 

 

AL HECHO “DÉCIMO”: No es un hecho, sino de manifestaciones subjetivas que hace el apoderado 

de los demandantes. Lo cierto es en este caso, ambos conductores estaban desarrollando una 

actividad peligrosa, lo cual deriva en una neutralización de la culpa y obligando a la parte activa de 

la presente Litis de demostrar la responsabilidad de los demandados. 

 

AL HECHO “DÉCIMO PRIMERO”: A mi procurada no le consta de manera directa ninguna de las 

manifestaciones este hecho, comoquiera que corresponde a aspectos propios de la esfera íntima y 

personal de los actores. En consecuencia, corresponde al extremo actor acreditar su dicho en los 

términos del artículo 167 del C.G.P. 

 

No obstante, del análisis de las documentales obrantes en el plenario se observa que en el proceso 

que se adelanta en el Juzgado 3º Civil del Circuito de Cali, bajo radicado 760013103-003-2021-

000110-00, se manifestó en los hechos de la demanda que el hogar de Pablo Emilio Liévano 

González está conformado por los señores José Emiliano Liévano Morales, Ana Felisa González 

de Liévano, Blanca Stella Liévano González, Ana Leiver Liévano González, Alexander Liévano Toro 

y José Luis Liévano Vallejo, sin que se haga mención alguna de la presunta compañera permanente, 

quien ahora presenta esta demanda.  
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AL HECHO “DÉCIMO SEGUNDO”: A mi procurada no le consta de manera directa ninguna de las 

manifestaciones este hecho, comoquiera que corresponde a aspectos propios de la esfera íntima y 

personal de los actores. En consecuencia, corresponde al extremo actor acreditar su dicho en los 

términos del artículo 167 del C.G.P. 

 

AL HECHO “DÉCIMO TERCERO”: A mi procurada no le consta de manera directa lo manifestado 

en este hecho, comoquiera que en su calidad de aseguradora no intervino ni tuvo injerencia alguna 

en la producción del suceso reseñado. En consecuencia, corresponde al extremo actor acreditar su 

dicho en los términos del artículo 167 del C.G.P. 

 

AL HECHO “DÉCIMO CUARTO”: A mi procurada no le consta de manera directa lo manifestado 

en este hecho, comoquiera que en su calidad de aseguradora no intervino ni tuvo injerencia alguna 

en la producción del suceso reseñado. En consecuencia, corresponde al extremo actor acreditar su 

dicho en los términos del artículo 167 del C.G.P. 

 

AL HECHO “DÉCIMO QUINTO”: Es cierto.  

 

AL HECHO “DÉCIMO SEXTO”: Es cierto. 

 

 

II. PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA  
 

A LA PRETENSIÓN PRIMERA: Sin perjuicio de que la pretensión no está enervada en contra de 

mi representada, ME OPONGO a la prosperidad de la pretensión de declarar civilmente responsable 

al señor Heliberto Ríos Rosa y Van de Leur Trading S.A.S. en atención a que al interior del 

expediente no obran elementos probatorios que permitan acreditar la existencia de responsabilidad 

de los supuestos daños y perjuicios ocasionados a la parte demandante derivados del accidente de 

tránsito acontecido el 27 de abril de 2020. Máxime, cuando existen indicios que podrían determinar 

que el accidente en mención fue causado únicamente por el actuar de la víctima, quien transitaba 

en su motocicleta por la berma de la vía, incumpliendo lo establecido en el artículo 94 del Código 

Nacional de Tránsito.  

 

A LA PRETENSIÓN SEGUNDA: En atención a que esta pretensión condenatoria es consecuencia 

de la anterior, la cual como se señaló se encuentra avocada a su fracaso, en efecto debe soportar 

la misma suerte de aquella. Sin perjuicio de ello, procedo a oponerme de manera específica 

respecto a cada una de las modalidades de perjuicios pretendidas de conformidad con los 

siguientes: 

 
Frente a la pretensión “A) PERJUICIOS MORALES”: Me opongo de manera rotunda al 
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reconocimiento y pago de las sumas pretendidas por concepto de perjuicios morales, comoquiera 

que, además de no estructurarse la responsabilidad civil de la pasiva, de todos modos, tal pretensión 

resulta abiertamente desproporcionada y contraría los parámetros jurisprudencialmente 

establecidos para tal fin. 

 

Frente a la pretensión “B) PERJUICIOS VIDA RELACIÓN”: ME OPONGO a la prosperidad de la 

pretensión de condenar al pago de perjuicios por concepto de daño en la vida de relación, por 

cuanto, (i) es una tipología de perjuicio que se reconoce exclusivamente en favor de la víctima 

directa como resultado de lesiones personales, por lo que las demandantes carecen de legitimada 

para reclamar su pago, (ii) no obra en el plenario prueba sobre alteración en la cotidianidad causada 

a la demandante con ocasión al hecho acontecido el 27 de abril de 2020 y (iii) los montos 

pretendidos por la parte activa desconocen los baremos jurisprudenciales.   

 

A LA PRETENSIÓN TERCERA: En atención a que esta pretensión condenatoria es consecuencia 

de la anterior, la cual como se señaló se encuentra avocada a su fracaso, en efecto debe soportar 

la misma suerte de aquella. Sin perjuicio de ello, es evidente que la pretensión de transferir la carga 

fiscal a la parte demandada es contraria a las disposiciones legales que asignan responsabilidades 

tributarias de manera específica a cada sujeto.  

 
A LA PRETENSIÓN CUARTA: Sin perjuicio de que la pretensión no está enervada en contra de mi 

representada, ME OPONGO a la prosperidad de la pretensión de declarar civilmente responsable 

al señor Heliberto Ríos Rosa y Van de Leur Trading S.A.S. en atención a que al interior del 

expediente no obran elementos probatorios que permitan acreditar la existencia de responsabilidad 

de los supuestos daños y perjuicios ocasionados a la parte demandante derivados del accidente de 

tránsito acontecido el 27 de abril de 2020. 

 

A LA PRETENSIÓN QUINTA: ME OPONGO a la prosperidad de esta pretensión y, por el contrario, 

solicito de manera respetuosa al despacho que condene en costas y agencias en derecho a la parte 

demandante. 

 

 

III. EXCEPCIONES DE MÉRITO 
 

1. LAS EXCEPCIONES PLANTEADAS POR VAN DE LEUR TRADING S.A.S, QUIÉN 
EFECTÚA EL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA A MI PROHIJADA  

  

Solicito al Juzgador de instancia, tener como excepciones contra la demanda, todas las planteadas 

por Van de Leur Trading S.A.S, las cuales coadyuvo, en cuanto favorezcan los intereses de mi 

procurada, y en ese mismo sentido y tenor las que expongo a continuación:   
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2. EXCLUSIÓN DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS DEMANDADOS POR 
CONFIGURARSE LA CAUSAL “HECHO DE LA VÍCTIMA” 

 

En el presente caso no podrá imputarse responsabilidad alguna a los demandados por los hechos 

acaecidos el 27 de abril de 2020, en el accidente de tránsito en el que se vieron involucrados los 

vehículos de placas VMU-212 conducido por el señor Heliberto Ríos Roda y la motocicleta DIP-34F 

conducida por el señor Pablo Emilio Liévano Gonzáles . Lo anterior, comoquiera que operó la causal 

eximente de la responsabilidad relativa al hecho exclusivo de la víctima. Bajo esta premisa, a través 

de esta excepción se le mostrará al Despacho cómo la ocurrencia del accidente de tránsito es 

atribuible exclusivamente a la irresponsabilidad, imprudencia, negligencia y falta de acatamiento de 

las normas de tránsito por parte de la víctima directa. Ello por cuanto de acuerdo del bosquejo 

topográfico aportado por la parte demandante, se verifica que el señor Pablo Emilio circulaba sobre 

la berma colateral a la vía, de esa manera infringiendo las normas de tránsito, más especialmente 

el artículo 94 del Código Nacional de tránsito. En ese orden de ideas, la configuración y aplicación 

de esta causal exonerativa de responsabilidad tiene por efecto la imposibilidad de imputación del 

daño al extremo pasivo de la Litis.     

 

Recordemos que la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia ha indicado que, la 

responsabilidad civil por actividades peligrosas admite la intervención exclusiva de la víctima como 

causal de exoneración de responsabilidad, toda vez que, no se puede desconocer que la conducta 

bien sea positiva o negativa de la víctima pudo tener una incidencia relevante en el examen de 

responsabilidad civil, ya que su comportamiento podría corresponder a una condición o incluso a la 

producción misma del daño.  

   

En ese sentido, la Corte Suprema de Justicia ha indicado con claridad que cuando la conducta 

imprudente de la víctima, fue suficiente para causar el daño, debe liberarse de toda responsabilidad 

a los demandados, así:   

   

“(…) La culpa exclusiva de la víctima, como factor eximente de responsabilidad civil, 

ha sido entendida como la conducta imprudente o negligente del sujeto damnificado, 

que por sí sola resultó suficiente para causar el daño. Tal proceder u omisión exime 

de responsabilidad si se constituye en la única causa generadora del perjuicio sufrido, 

pues de lo contrario solo autoriza una reducción de la indemnización, en la forma y 

términos previstos en el artículo 2357 del Código Civil.1  

   

(…) Precisado lo anterior, se debe mencionar que la doctrina es pacífica en señalar 

que para el comportamiento del perjudicado tenga influencia en la determinación de 

la obligación reparatoria, es indispensable que tal conducta incida causalmente en la 

producción del daño y que dicho comportamiento no sea imputable al propio 

 
1 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. SC7534-2015. Sentencia del 16 de junio de 2015. 
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demandado en cuanto que él ya haya provocado esa reacción en la víctima. Sobre lo 

que existe un mayor debate doctrinal es si se requiere que la conducta del perjudicado 

sea constitutiva de culpa, en sentido estricto, o si lo que se exige es el simple aporte 

causal de su actuación independientemente de que se pueda realizar un juicio de 

reproche sobre ella.    

   

(…) En todo caso, así se utilice la expresión “culpa de la víctima” para designar el 

fenómeno en cuestión, en el análisis que al respecto se realice no se deben utilizar, 

de manera absoluta o indiscriminada, los criterios correspondientes al concepto 

técnico de culpa, entendida como presupuesto de la responsabilidad civil en la que el 

factor de imputación es de carácter subjetivo, en la medida en que dicho elemento 

implica la infracción de deberes de prudencia y diligencia asumidos en una relación 

de alteridad, esto es, para con otra u otras personas, lo que no se presenta cuando 

lo que ocurre es que el sujeto damnificado ha obrado en contra de su propio interés. 

Esta reflexión ha conducido a considerar, en acercamiento de las dos posturas, que 

la “culpa de la víctima” corresponda – más precisamente – a un conjunto 
heterogéneo de supuestos de hecho, en los que se incluyen no solo 
comportamientos culposos en sentido estricto, sino también actuaciones 
anómalas o irregulares del perjudicado que interfieren causalmente en la 
producción del daño, con lo que se logra explicar, de manera general, que la norma 

consagrada en el artículo 2357 del código Civil, aún cuando allí se aluda a 

“imprudencia” de la víctima, pueda ser aplicable a la conducta de aquellos llamados 

inimputables porque no son “capaces de cometer delito o culpa” o a comportamientos 

de los que la propia víctima no es consciente o en los que no hay posibilidad de hacer 

reproche alguno a su actuación (v.gr. aquel que sufre un desmayo, un 

desvanecimiento o un tropiezo y como consecuencia sufre un daño)   

   

Así lo consideró está Corporación hace varios lustros cuando precisó que “en la 

estimación que el juez ha de hacer del alcance y forma en que el hecho de la parte 

lesionada puede afectar el ejercicio de la acción civil de reparación, no hay para que 

tener en cuenta, a juicio de la Corte, el  fenómeno de la imputabilidad moral para 

calificar como culpa la imprudencia de la víctima, porque no se trata entonces del 
hecho-fuente de la responsabilidad extracontractual que exigiría la aplicación 
de un criterio subjetivo, sino del hecho de la imprudencia simplemente, 
objetivamente considerado como un elemento extraño a la actividad del autor 
pero concurrente en el hecho y destinado solamente a producir una 
consecuencia jurídica patrimonial en relación con otra persona (…)”2 

(Subrayado y negrilla fuera del texto original)   

   

 
2 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 15 de marzo de 1941.   
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Por todo lo anterior, la doctrina y jurisprudencia contemporánea3 prefieren denominar el fenómeno 

en cuestión como el “hecho” de la víctima, como causa única en la producción del daño cuya 

reparación se demanda. Continuando con el estudio jurisprudencial del hecho de la víctima como 

causal eximente de la responsabilidad, debemos hacer referencia a los pronunciamientos de la 

Corte Suprema de Justicia, que en fallo del 17 de noviembre de 2020 se refirió a los elementos que 

estructuran la responsabilidad así:   

   

“(…) El régimen de responsabilidad por las actividades peligrosas es singular y está 

sujeto a directrices específicas en su etiología, ratio y fundamento. Por su virtud, el 

fundamento y criterio de imputación de la responsabilidad es el riesgo que el ejercicio 

de una actividad peligrosa comporta por el peligro potencial e inminente de causar un 

daño a los bienes e intereses tutelados por el ordenamiento. La culpa no es elemento 

necesario para estructurar la responsabilidad por actividades peligrosas ni para su 

exoneración; no es menester su demostración, ni tampoco se presume; el 

damnificado tiene la carga probatoria exclusivamente de la actividad peligrosa, el 

daño y la relación de causalidad; y, el autor de la lesión, la del elemento extraño, o 

sea, la fuerza mayor o caso fortuito, la participación de un tercero o de la víctima 
que al actuar como causa única o exclusiva del quebranto, desde luego, rompe 
el nexo causal y determina que no le es causalmente atribuible, esto es, que no 
es autor (…)”4 (Subrayado y negrilla fuera del texto)   

   

En el mismo pronunciamiento del 17 de noviembre de 2020, la corte indicó lo siguiente:   

   

“(…) La visión del asunto contenida en dicha providencia se traduce en una verdad 

inobjetable: si no existe nexo causal entre el daño y el actuar del demandado, resulta 

indudable que en ese evento no pudo mediar culpa o dolo de su parte, dado que, 

finalmente, a nadie puede atribuirse falta alguna por un hecho que no tiene 
ninguna relación con su conducta (…)”5 (Subrayado y negrilla fuera del texto)   

   

Teniendo en cuenta los pronunciamientos jurisprudenciales expuestos, es dable concluir que de 

mediar un “hecho exclusivo de la víctima”, el presunto responsable y generador del daño será 

exonerado de cualquier tipo de responsabilidad. Para el caso que nos ocupa, es totalmente claro 

que la conducta del señor Liévano Gonzales, fue el único factor relevante y adecuado que incidió 

en las lesiones por él sufridas. Por tal razón, resulta jurídicamente inviable imputarle responsabilidad 

del hecho demandado. Por tanto, deberá el honorable juez proceder a negar las pretensiones de la 

demanda reformada.     

   

 
3 Corte suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 16 de diciembre de 2010. Expediente 1989-00042 M.P. Arturo Solarte 
Rodríguez   
4 Corte Suprema de Justicia. SC4420-2020. Expediente 2011-00093. M.P. Luis Armando Tolosa Villabona 
5 Ibidem 
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Así las cosas, el Despacho debe advertir que el croquis allegado junto al Informe Policial de 

Accidente de Tránsito No. 76892000, verifica que el señor Pablo Emilio Liévanono se encontraba 

circulando en los carriles dispuestos para tal actividad, sino que se encontraba manejando por la 

berma colateral a la vía, estructura que no está destinada para este tipo de actividades  

   

Lo anterior, demuestra contundentemente que desde la prueba base de este proceso (Informe 

Policial de Accidente de Tránsito) queda totalmente claro que las causas que ocasionaron el 

accidente en el que resultó en el fallecimiento del señor Liévano Gonzales, en ningún caso pueden 

ser imputables al conductor del vehículo VMU-212, ni mucho menos al propietario de dicho vehículo. 

Por cuanto es evidente que las circunstancias que rodearon el hecho se encontraban en la esfera 

del dominio de la víctima y no de los demandados.  De esta manera se verifica que el causante se 

desplazaba por la berma colindante a la vía, estructura que no es la permitida y la establecida en el 

ordenamiento para la realización de la actividad peligrosa de conducción. Ante esta situación, se 

evidencia que el vehículo DIP-34F se encontraba realizando una infracción de tránsito, pues estaba 

actuando contrario a lo establecido en el artículo 94 del Código Nacional de Tránsito donde se 

establecer: 

 

ARTÍCULO 94. NORMAS GENERALES PARA BICICLETAS, TRICICLOS, 
MOTOCICLETAS, MOTOCICLOS Y MOTOTRICICLOS. Los conductores de 

bicicletas, triciclos, motocicletas, motociclos y moto triciclos estarán sujetos a las 

siguientes normas: 

 

Deben transitar por la derecha de las vías a distancia no mayor de un (1) metro 
de la acera u orilla y nunca utilizar las vías exclusivas para servicio público colectivo” 

(Subrayado y negrilla fuera del texto original) 

 

En ese sentido, además de reflejarse la contravención legal al artículo 94 del Código Nacional de 

Tránsito expuesta en líneas precedentes, se evidencia una patente falta de cumplimiento al deber 

de cuidado y autoprotección. Criterio definido en la jurisprudencia como la exposición al riesgo al 

que se expone una persona de manera consciente y voluntaria: 
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“(...) El libelista considera que la sentencia confutada vulnera el artículo 9 del Código 

Penal porque si bien JAIME ALBERTO CORREA GIRALDO materialmente causó las 

lesiones a la integridad personal de Efraín Paniagua, no pueden imputársele el 

resultado por cuanto el daño se originó en el actuar imprudente de la víctima quien, 

sabiendo del estado de alicoramiento del conductor, decidió́ abordar el vehículo con 

lo cual ejecutó una acción a propio riesgo.  

 

Pues bien, como quedó sentado en el acápite anterior, cuando una persona se 
coloca en riesgo o permite, de manera consciente y voluntaria, que un tercero 
lo ponga en esa situación, no resulta viable imputar al tipo objetivo el resultado 
lesivo causado, dada la pretermisión del deber objetivo de cuidado y de 
autoprotección que asiste a toda persona.” (Subrayado y negrilla fuera del texto 

original) 

 

De esta manera, queda claro que el señor Pablo Emilio se expuso injustificadamente al riesgo al 

transitar por una estructura no habilitada para la actividad riesgosa de conducción. Así, sería 

inapropiado que este honorable despacho atribuyera responsabilidad al conductor del vehículo de 

placa VMU-212, dado que el conductor de la motocicleta DIP-34F actuó de manera negligente y sin 

observar la obligación de autoprotección que le correspondía. Por lo demás, téngase en cuenta que  

como también se observa dentro del croquis que el vehículo VMU-212 ya había empezado a entrar 

a la estación del servicio para el momento de la colisión de los vehículos, situación que de ninguna 

manera le era prohibida. Escenarios que el juzgador deberá tener en cuenta de cara a la decisión 

que adopte, toda vez que es reprochable la conducta de la propia víctima.    

  

En conclusión, tras el análisis fáctico y normativo del caso, encontramos sin lugar a dudas que el 

comportamiento del señor Pablo Emilio Liévano fue totalmente negligente, imprudente, 

irresponsable y contrario a las normas de tránsito. Además, teniendo en cuenta que la impericia con 

la que actuó, hicieron inevitable la ocurrencia del accidente. En ese sentido, es completamente 

evidente ante la lógica fáctica de los sucesos ocurridos, que los causantes del accidente de tránsito 

fueron justamente las víctimas por su actuar imprudente, irresponsable y negligente. En 

consecuencia, se deberán negar la totalidad de las pretensiones de la demanda.  

   

Por lo anterior, solicito señor Juez se tenga como probada esta excepción.    

 

 

3. INEXISTENCIA DE MEDIOS DE PRUEBA QUE PERMITAN ENDILGAR 
RESPONSABILIDAD CIVIL EN CABEZA DE LOS DEMANDADOS 

 

Lo primero que deberá tener en consideración su Despacho es que la parte demandante no acreditó 

que el accidente de tránsito del 27 de abril de 2020 se hubiere presentado como consecuencia de 
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alguna acción u omisión del conductor del vehículo de placa VMU-212, pues el Informe Policial de 

Accidente de Tránsito, único documento en que la parte actora basa sus infundadas pretensiones, 

no puede ser tenido como una declaratoria de responsabilidad, pues este solo presenta una 

hipótesis estadística, y no constituye una atribución de responsabilidad en contra de la parte 

demandada. Además, el informe contiene varios errores, ya que, aunque el agente de policía 

menciona una supuesta prohibición de girar a la derecha, el croquis realizado no refleja tal 

restricción, ni se observa ninguna señalización que impida dicho giro. Por tal motivo, por la ausencia 

de medios probatorios que militen dentro del expediente de la referencia, las pretensiones de la 

demanda se deben desestimar.   

 

La declaratoria de Responsabilidad Civil Extracontractual pretende la reparación de perjuicios 

derivados de un hecho dañoso producido por un tercero, configurándose un vínculo jurídico entre 

el causante y el afectado. De esa manera, el reclamante en acción extracontractual deberá enfilar 

su causa y labor demostrativa a “aducir la prueba de los factores constitutivos de 
responsabilidad extracontractual, como son, el perjuicio, la culpa y la relación de causalidad 
o dependencia que lógicamente debe existir entre los dos primeros elementos enunciados, 
estando desde luego el demandado en posibilidad de exonerarse de la obligación de que se 
trata si demuestra un hecho exonerativas de responsabilidad” (CSJ SC del 9 de feb. de 1976). 

(Subrayado y negrilla fuera de texto).   

 

Lo anterior, se traduce en que la parte que solicita la indemnización de un perjuicio no debe 

conformarse con acreditar la ocurrencia del hecho y del daño que presuntamente reportó con 

ocasión al accidente, correspondiendo a la parte demandante también acreditar la culpa y el nexo 

causal en las acciones desarrolladas por su contraparte. A su vez, existe consenso en la 

Jurisprudencia y la Doctrina en cuanto a que, la Responsabilidad Civil Extracontractual pretende la 

reparación de perjuicios derivados de un hecho dañoso producido por un tercero, configurándose 

un vínculo jurídico entre el causante y el afectado. Siendo así, la Corte Suprema de Justicia ha 

determinado los presupuestos para la viabilidad de la acción de reparación por Responsabilidad 

Civil Extracontractual, saber “a) la comisión de un hecho dañino, b) la culpa del sujeto agente y c) 

la existencia de la relación de causalidad entre uno y otra” 6  

 

Con relación al tercer elemento, el nexo causal, es importante tener en cuenta que la teoría de la 

causalidad aplicada en Colombia es la causalidad adecuada. A diferencia de la teoría de la 

equivalencia de condiciones en la que simplemente basta aplicar el método de la supresión mental 

hipotética y determinar si el hecho final se hubiere o no presentado o no con determinada actuación. 

La teoría de la causa adecuada exige un filtro adicional, en el que de esa multiplicidad de causas 

que se pueden presentar en el mundo fenomenológico que pueden ser condiciones sine qua non, 

serán relevantes solo aquellas de las que fuera previsible el resultado. 

 
6 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 03 de diciembre de 2018. Radicación N° 2006-00497-01. M.P. 
Margarita Cabello Blanco. 
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Por otra parte, la actividad peligrosa es la que puede producir daños incontrolables e imprevisibles, 

tal como lo advierte la sociología en las situaciones impredecibles, incalculables y catastróficas de 

la sociedad del riesgo contemporánea. De ahí, que la obligación de indemnizar en este tipo de 

responsabilidad no puede depender del control o la previsión de las consecuencias, pues ello 

supondría imponer un criterio de imputación basado en la previsión de lo imprevisible. Ahora bien, 

la labor persuasiva debe orientarse a establecer cuál de todos los comportamientos antijurídicos 

ocasionó el daño. Al respecto, la Corte Suprema de Justicia ha manifestado lo siguiente: 

 

“(…) aquél que de acuerdo con la experiencia (las reglas de la vida, el sentido común, 

la lógica de lo razonable) sea el más ‘adecuado’, el más idóneo para producir el 

resultado, atendidas por lo demás, las específicas circunstancias que rodearon la 

producción del daño y sin que se puedan menospreciar de un tajo aquellas 

circunstancias azarosas que pudieron decidir la producción del resultado, a pesar de 

que normalmente no hubieran sido adecuadas para generarlo”7  

 

En efecto, la responsabilidad civil supone resarcir un daño generado con ocasión de un hecho que 

no tiene origen en un incumplimiento obligacional, sino que opera entre quienes ha vinculado 

únicamente el azar. En particular, la responsabilidad civil extracontractual en actividades peligrosas, 

como sucede con la conducción de vehículos automotores, supone (i) que la víctima demuestre el 

ejercicio de la actividad peligrosa, el daño y la relación de causalidad entre ambos; (ii) que el 

presunto responsable solo podrá exonerarse, salvo norma en contrario, demostrando la existencia 

de alguna causal eximente de responsabilidad que rompa el nexo causal; y (iii) que en los casos de 

actividades peligrosas concurrentes el juez deba examinar las circunstancias de tiempo, modo y 

lugar en que se produce el daño para establecer el grado de responsabilidad que corresponde a 

cada actor. 

 

De manera que en la investigación hay que establecer si fue destruido el nexo causal o ponderar el 

grado de incidencia de la conducta de la víctima, entre los varios antecedentes que en forma 

hipotética ocasionaron el daño. De tal suerte que únicamente deben dejarse los que, atendiendo 

los criterios dichos en la jurisprudencia, tuvieron la aptitud para producirlo, mas no, los que 

simplemente emergieron como factores meramente circunstanciales. En el caso concreto, el 

extremo actor no acreditó los elementos para estructurar un juicio de responsabilidad, puesto que 

no existe prueba alguna que acredite relación de causalidad entre el supuesto perjuicio alegado y 

la actuación del conductor del vehículo de placas VMU-212. En esta línea de ideas, de ninguna 

manera se puede pretender probar la responsabilidad civil extracontractual a partir de un informe 

policial de accidentes de tránsito, pues el mismo no solo carece de dicha fuerza probatoria, sino 

que su concepción nunca fue fincarse como prueba técnica de atribución de responsabilidad de los 

involucrados en el hecho, sino que su origen tiene que ver con cuestiones estadísticas para las 

 
7 Corte Suprema de Justicia. Sala Civil. Sentencia del 15 de enero de 2008. Expediente 87300.  
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autoridades de tránsito. 

 

Respecto al valor probatorio de los informes policiales de accidente de tránsito, ya se ha 

pronunciado la Corte Constitucional en sentencia C-429 de 2003, en donde indicó que dicho 

documento se presume auténtico en relación con la persona que lo elaboró y su fecha. Sin embargo, 

su contenido puede ser desvirtuado en el respectivo proceso por lo que es una mera hipótesis, pues 

el agente de tránsito que lo elabora no presenció el accidente, veamos: 

 

“(…) Es preciso tener en cuenta también, que un informe de policía al haber sido 

elaborado con la intervención de un funcionario público formalmente es un 

documento público y como tal se presume auténtico, es decir, cierto en cuanto a la 

persona que lo ha elaborado, manuscrito o firmado, mientras no se compruebe lo 

contrario mediante tacha de falsedad, y hace fe de su otorgamiento y de su fecha; y, 

en cuanto a su contenido es susceptible de ser desvirtuado en el proceso judicial 

respectivo.  

  

Este informe de policía entonces, en cuanto a su contenido material, deberá ser 
analizado por el fiscal o juez correspondientes siguiendo las reglas de la sana 
crítica y tendrá el valor probatorio que este funcionario le asigne en cada caso 
particular al examinarlo junto con los otros medios de prueba que se aporten a 
la investigación o al proceso respectivo, comoquiera que en Colombia se 

encuentra proscrito, en materia probatoria, cualquier sistema de tarifa legal (…)”  

 

Es claro entonces que, según la Corte Constitucional, de dicho documento sólo se puede presumir 

autenticidad de la persona que lo elabora y el momento en que lo hace. No obstante, el resto de 

información está sujeta a una futura acreditación por cuanto la persona que realiza el IPAT y el 

croquis, no estuvo presente en el momento en que ocurrieron los hechos. Por lo tanto, no fue un 

testigo presencial y el diligenciamiento de dicho informe se hace con base en lo preceptuado en el 

artículo 149 de la Ley 769 de 2002, el cual dispone que: 

 

“El informe contendrá por lo menos:  

Lugar, fecha y hora en que ocurrió el hecho.  

Clase de vehículo, número de la placa y demás características.  

Nombre del conductor o conductores, documentos de identidad, número de la licencia 

o licencias de conducción, lugar y fecha de su expedición y número de la póliza de 

seguro y compañía aseguradora, dirección o residencia de los involucrados.  

Nombre del propietario o tenedor del vehículo o de los propietarios o tenedores de 

los vehículos.  

Nombre, documentos de identidad y dirección de los testigos.  

Estado de seguridad, en general, del vehículo o de los vehículos, de los frenos, de la 
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dirección, de las luces, bocinas y llantas.  

Estado de la vía, huella de frenada, grado de visibilidad, colocación de los vehículos 

y distancia, la cual constará en el croquis levantado.  

Descripción de los daños y lesiones.  

Relación de los medios de prueba aportados por las partes.  

Descripción de las compañías de seguros y números de las pólizas de los seguros 

obligatorios exigidos por este código.  

[…]  
Para efectos de determinar la responsabilidad, en cuanto al tránsito, las 
autoridades instructoras podrán solicitar pronunciamiento sobre el particular a 
las autoridades de tránsito competentes.” (negrita fuera del texto original)  

   

Asimismo, el artículo 146 de la referida ley contiene los parámetros de competencia y procedimiento 

que deben observarse a la hora de realizar conceptos técnicos acerca de la responsabilidad 

derivada de un accidente de tránsito, los cuales no se cumplieron en este caso concreto, como se 

evidencia de la transcripción del mismo:  

 

“Las autoridades de tránsito podrán emitir conceptos técnicos sobre la 

responsabilidad en el choque y la cuantía de los daños. A través del procedimiento y 

audiencia pública dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la presentación del 

informe. En caso de requerirse la práctica de pruebas éstas se realizarán en un 

término no superior a los diez (10) días hábiles, notificado en estrados previo 

agotamiento de la vía gubernativa.”  

 

De los anteriores artículos, se deduce necesariamente, que el informe que deben realizar las 

autoridades de tránsito no incluye, bajo ninguna circunstancia referencia alguna a la responsabilidad 

de los involucrados, ni siquiera como una posible hipótesis, pues la competencia frente a 

pronunciamientos de responsabilidad no recae sobre estas autoridades y la realización de 

conceptos técnicos de responsabilidad están sujetos a procedimientos especiales, cuya ejecución 

no se acredita y por ende, fundamentar la responsabilidad de los demandados sobre este tipo de 

informe carece de legalidad.      

 

En ese sentido, resulta evidente la inexistencia del nexo causal por cuanto la ocurrencia del 

accidente en esta instancia sigue constituyendo una incertidumbre, en la medida en que el único 

documento que se pretende hacer valer es el IPAT que como ya se vio no es suficiente para endilgar 

la responsabilidad civil extracontractual. Además debe recordarse que a la parte que pretende que 

a su favor surja un derecho es a quien le asiste la carga probatoria de acreditar los supuestos 

facticos que fincan su pretensión, de lo contrario su acción está llamada al fracaso, tal como ocurre 

en este evento en donde no hay prueba para afirmar que el señor Heliberto Ríos Rosa se haya 

constituido como el agente promotor del daño que se alega y por ende la consecuencia jurídica será 
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negar las pretensiones de la demanda. 

 

En consecuencia, es claro que la competencia frente a pronunciamientos de responsabilidad no 

recae sobre estas autoridades y la realización de conceptos técnicos de responsabilidad están 

sujetos a procedimientos especiales, cuya ejecución no se acredita en este caso y por ende, 

fundamentar la responsabilidad del señor Heliberto Ríos Rosas y la sociedad Van de Leur Trading 

S.A.S., con base en este informe carece de legalidad.  

 

Por lo tanto, es claro cómo al interior del presente trámite la parte actora basa de forma exclusiva 

su infundada atribución de responsabilidad en el Informe Policial de Accidente Tránsito, el cual no 

puede ser tenido como una atribución de responsabilidad sino como una mera hipótesis en relación 

a los hechos ocurridos el 27 de abril de 2017, por tanto, al ser clara la ausencia de acreditación de 

los elementos estructurales de la responsabilidad civil extracontractual que se pretende endilgar a 

la pasiva consecuentemente las pretensiones de la demanda se encuentran abocadas a su 

fracaso.     

 

Solicito al Despacho declarar probada esta excepción 

 

4. SUBSIDARIA: REDUCCIÓN DE LA INDEMNIZACIÓN COMO CONSECUENCIA DE LA 
INCIDENCIA DE LA CONDUCTA DEL SEÑOR PABLO EMILIO LIÉVANO GONZÁLEZ 

 

En gracia de discusión y de manera subsidiaria, sin que esta defensa pueda implicar aceptación 

alguna de responsabilidad, debe tenerse en cuenta que en el improbable y remoto evento en que 

se demuestre que sí existió un hecho generador del daño imputable al conductor del vehículo de 

placas VMU-212, debe aplicarse la respectiva reducción de la indemnización. Lo anterior, en 

proporción a la contribución que tuvo en el accidente la propia víctima, para el caso al menos un 

70% atribuible al señor Lievano Gonzales, pues es cierto que el citado señor también se encontraba 

en ejercicio de un actividad peligrosa y que al parecer no se encontraba circulando en los carriles 

dispuestos para tal actividad, sino que se encontraba manejando por la berma colateral a la vía, 

estructura que no está destinada para este tipo de actividades. Por lo demás, se verifica que tenía 

toda la visibilidad y posibilidad de percatarse de otros actores viales como el vehículo conducido 

por el Heliberto Ríos Roda, pero que aún así no desplegó acción evitativa o evasiva alguna y terminó 

colisionando con el camión, como también se observa dentro del croquis que el vehículo VMU-212 

ya había empezado a entrar a la estación del servicio para el momento de la colisión de los 

vehículos, situación que de ninguna manera le era prohibida. Escenarios que el juzgador deberá 

tener en cuenta de cara a la decisión que adopte, toda vez que es reprochable la conducta de la 

propia víctima.    

 

Lo anterior encuentra sustento en la denominada compensación de culpas según el precepto 

contenido en el artículo 2357 del Código Civil, en el que se indica que la reducción de una 
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indemnización se debe por la participación de la víctima. Es decir, si el que ha sufrido el daño se 

expuso a él imprudentemente. Lo que claramente aconteció en este caso, puesto que no está 

demostrado que las consecuencias del accidente provengan de los demandados. Conforme a lo 

dicho, el Despacho debe establecer un análisis causal de las conductas implicadas en el evento 

dañoso, a fin de determinar la incidencia de la víctima en la ocurrencia del daño. Lo anterior, con el 

propósito de disminuir la indemnización si es que a ella hubiere lugar, en proporción a su 

contribución al daño que sufrió. Así es como lo ha indicado la Corte Suprema de Justicia en 

pronunciamiento del 19 de noviembre de 1993: 

 

“para aquellos eventos en los que tanto el autor de la conducta dañosa como el 

damnificado concurran en la generación del perjuicio, el artículo 2357 del Código Civil 

consagra una regla precisa, según la cual ‘[l]a apreciación del daño está sujeta a 
reducción, si el que lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente’. 
Tradicionalmente, en nuestro medio se le ha dado al mencionado efecto la 

denominación ‘compensación de culpas”8 (Subrayado y negrilla fuera del texto 

original) 

 

En distinto pronunciamiento, la misma corporación manifestó que en el caso en que la negligencia 

de la víctima incida para que se exponga imprudentemente al daño, deberá necesariamente 

realizarse una reducción de la indemnización. Lo anterior fue manifestado en un caso en el que se 

evidenció la culpa de la víctima en la ocurrencia del daño, estimada en una proporción del 40% de 

los perjuicios: 

 

“En cuanto a la conducta de la víctima, analizada desde lo culpabilístico, es 

concurrente del hecho dañoso, por infringir los artículos 77 y 79 de la Ley 769 de 

2002 (Código Nacional de Tránsito Terrestre), al aparcar en lugar prohibido y sin 

encender las luces de parqueo. Empero, la violación de tales normas viales no 

resultan incidentes en un 50% de la causa del accidente, pues amén de su 

transgresión, el otro maquinista lo vio a cierta distancia estacionado, sólo que éste 

fue negligente, pues al no disminuir la velocidad ni cambiar de calzada, chocó con él. 

 

Sin embargo, aunque el obrar de Carlos Alirio Méndez Lache no fue 
determinante en una mitad en la producción del resultado dañoso, su actuar, 
aunque pasivo por no desarrollar al momento de la colisión la actividad 
peligrosa de la conducción, fue causante como mínimo del mismo, porque al 
detenerse sobre la carretera, asumió́ un riesgo razonablemente previsible, 
propio de las incidencias de la circulación, como lo es el de resultar impactado, 
ya sea por la actividad de otro conductor. 
 

 
8 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Radicación No. 3579. No publicada. 
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Debió́ entonces tomar “precauciones” a fin de evitar el siniestro, como haber 

parqueado en una berma, o en un lugar permitido para ello, evitando, en todo caso, 

convertirse en un obstáculo directo para vehículos en marcha en un segmento de la 

vía que les permite alcanzar altas velocidades. 

 

Así las cosas, la mencionada negligencia y situación de riesgo provocada por el 

demandante, conducen a esta Corte, en atención a los elementos concausales y 

culpabilísticos, a modificar su porcentaje de concurrencia en un 40%.”9 (Subrayado y 

negrilla fuera del texto original) 

 

De tal suerte que, queda completamente claro que el fallador debe considerar el marco de 

circunstancia en que se produce el daño, así como sus condiciones de modo, tiempo y lugar, a fin 

de determinar la incidencia causal de la conducta de la víctima en la ocurrencia del daño por el cual 

solicita indemnización, incidencia que en este caso es igual o superior al 70% porque el señor Pablo 

Emilio Liévano Gonzáles (Q.E.P.D.) conducía la motocicleta por una zona no permitida, sin estar 

atento a la vía o con una alta velocidad, pues de otra parte no se comprende como teniendo toda la 

visual despejada, en una vía recta, no pudo advertir la presencia de otro actor vía y terminó 

colisionando con él, aunado al hecho de que el automotor VMU-212, de acuerdo al croquis que fue 

aportado por la parte actora, se encontraba entrando a una bomba de gasolina, situación que no le 

era prohibida. En ese orden de ideas si hipotéticamente se llegara a demostrar una concurrencia 

de culpas, mi mandante solo estará llamada a indemnizar en el porcentaje efectivamente acreditado 

y posiblemente atribuible al asegurado. 

 

En conclusión, en caso de probarse que el señor Pablo Emilio Liévano Gonzáles (Q.E.P.D.) tuvo 

incidencia determinante y significativa en la ocurrencia del accidente de tránsito acaecido el 27 de 

abril de 2020, deberá declararse que el porcentaje de la causación del daño a lo sumo es del 70% 

en consideración a las conductas imprudentes que realizó al no estar atento a la vía y no realizar 

maniobra evitativa alguna, pues aquel tenía una amplia visual de la berma por la que se desplazaba, 

pero aun así terminó colisionando con el automotor de placas VMU-212. Razón por la cual, de 

considerarse procedente una indemnización por los perjuicios deprecados, esta debe ser reducida 

conforme al porcentaje de participación de la víctima en la ocurrencia del accidente, como mínimo 

en un 70%.  

 

Por las razones expuestas, solicito respetuosamente declarar probada esta excepción. 

 

5. ANULACIÓN DE LA PRESUNCIÓN DE CULPA POR TRATARSE DE UNA 
CONCURRENCIA DE ACTIVIDADES PELIGROSAS. 

 

Si bien en el presente caso no se encuentra probada responsabilidad del conductor del vehículo de 

 
9 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Expediente 11001-31-03-032-2011-00736-01 . Junio 12 de 2018 
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placas VMU-212 frente a la ocurrencia del accidente de tránsito como arbitrariamente aduce la parte 

demandante. Ahora bien, en caso de que en el curso del proceso se acredite la existencia de tal 

circunstancia, de manera subsidiaria y sin que lo aquí expuesto pueda entenderse como un 

declaración de responsabilidad, el Despacho deberá tomar en consideración que el caso concreto 

deberá analizarse a la luz del régimen de culpa probada, habida cuenta que corresponde al extremo 

actor probar el daño y la responsabilidad del conductor del vehículo asegurado, atendiendo a la 

anulación de la presunción de culpa por la concurrencia de actividades peligrosas. Lo anterior por 

cuanto ambos conductores desempeñaban una actividad peligrosa, pues previo a la colisión, los 

dos vehículos se hallaban en marcha.  

 

Siendo así, en la misma línea de la concurrencia de culpas, es de común conocimiento que, cuando 

se presenta un daño a un tercero en el ejercicio de la conducción de vehículos automotores, la 

responsabilidad se configura a la luz de las actividades peligrosas. En efecto, ha dicho la 

jurisprudencia en Sentencia de la Corte Suprema de Justicia - Sala de Casación Civil y Agraria, MP. 

William Namén Vargas, del 24 de agosto de 2009 lo siguiente: 

 

“explicó la sala, el juzgador valorará la conducta de las partes en su materialidad 

objetiva y, en caso de encontrar probada también una culpa o dolo del sujeto, 

establecerá su relevancia no en razón al factor culposo o doloso, sino al 

comportamiento objetivamente considerado en todo cuanto respecta a su incidencia 

causal”10. 

 

Es decir que, el Juez debe analizar la conducta de todos los intervinientes, víctimas o no, para así 

verificar si su comportamiento tiene incidencia en la ocurrencia de los hechos. Así mismo la Corte 

sostuvo que “No es que las actividades peligrosas encarnen de suyo la “culpa”. El ejercicio de una 

actividad de esta naturaleza podrá desplegarse, aún con todo el cuidado o diligencia exigible y 

también sin ésta. 

 

Empero, no escapa a la Corte la posibilidad de una conducta culposa o dolosa del autor, de la 

víctima o de uno y otro en el ejercicio de una actividad peligrosa; así en los daños generados con 

la colisión de vehículos, uno de los conductores podrá infringir las normas de tránsito, omitir las 

revisiones obligatorias, desplazarse a alta velocidad, en zona prohibida, atropellar deliberadamente 

un peatón o al otro automotor, entre otros, y, el otro, incurrir en similares comportamientos. En tales 

hipótesis, esas conductas apreciadas en su exacto sentido encarnan la exposición o elevación de 

los riesgos o peligros del ejercicio de la actividad peligrosa, los deberes de precaución o los 

inherentes a la posición de garante, según la perspectiva que se acoja, más no desplazan la 

responsabilidad al régimen general de la culpa, desde que ésta ninguna relevancia ostenta para 

estructurarla ni excluirla. La conducta, sea o no culposa o dolosa, se apreciará objetivamente en el 

 
10 Sentencia de la Corte Suprema de Justicia - Sala de Casación Civil y Agraria, MP. William Namén Vargas, del 24 de agosto de 2009. 
Expediente 11001-3103-038-2001-01054-01. 
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contexto del ejercicio de la actividad peligrosa y la secuencia causal del daño según el marco fáctico 

de circunstancias y los elementos probatorios, para determinar si es causa única o concurrente y, 

por ende, excluir o atenuar el deber indemnizatorio. No es que se valore la culpa o el dolo en cuanto 

tales, ni en consideración al factor subjetivo, sino la conducta en si misma dentro del contexto del 

ejercicio de una actividad peligrosa según el marco de circunstancias fácticas y los elementos 

probatorios. 

 

Así las cosas, el régimen aplicable al tratarse de actividades peligrosas, no enmarca siempre una 

acción maliciosa y voluntaria, por el contrario, pueden ocurrir fruto de coincidencias o algún tipo de 

contingencia que suelen pasar con frecuencia, por tanto no es procedente imputar responsabilidad 

por el simple hecho de ejercer una actividad peligrosa, sino que debe hacerse un análisis exhaustivo 

de los elementos que pueden tener algún tipo de inferencia en la ocurrencia, así mismo sostiene la 

Honorable Corte Suprema de Justicia que  

 

“La supuesta presunción de culpa por el mero ejercicio de una actividad peligrosa, 

carece de todo fundamento lógico y normativo. Legal, porque ninguna parte del 

artículo 2356 del Código Civil, siquiera menciona presunción alguna. Lógico, porque 

cualquier actividad humana, y en especial, la peligrosa, puede desplegarse con 

absoluta diligencia o cuidado, o sea, sin culpa y también incurriéndose en ésta. De 

suyo, tal presunción contradice elementales pautas de experiencia y sentido común, 

al no ajustarse a la razón presumir una culpa con el simple ejercicio de una actividad 

que de ordinario como impone la razón se desarrolla con diligencia, prudencia y 

cuidado”. 

 

La doctrina ha sido clara en establecer que la colisión de actividades peligrosas se presenta cuando 

el daño es el resultado de la conjunción de dos culpas presuntas, es decir, que se haya producido 

en el ejercicio por parte de ambos adversarios de actividades, o provengan de cosas, de las cuales 

la jurisprudencia desprenda presunciones de culpa o con la intervención de varias personas sujetas 

a la dependencia de otras.  

 

Así las cosas, en el presente caso nos encontraríamos frente a la responsabilidad con culpa probada 

prevista en el artículo 2341 del Código Civil, tal como lo ha establecido la Jurisprudencia de la Corte 

Suprema de Justicia en los fallos, cuyos apartes cito a continuación: 

 

“La parte demandante debió probar la culpa de los demandados, por tratarse de una 

colisión entre dos vehículos bus y tractocamión que transitaban bajo la presunción de 

actividades peligrosas, para el caso la presunción de culpa se neutraliza y lo aplicable 

no sería el artículo 2356 del Código Civil sino el 2341 de culpa probada.”11 

 

 
11 Corte Suprema de Justicia Sentencia 6527 de 16 de marzo de 2001. MP Silvio Fernando Trejos Bueno. 



Cali - Av 6A Bis #35N-100, Of. 212, Cali, Valle del Cauca, 
Centro Empresarial Chipichape 

+57 315 577 6200 - 602-6594075 
Bogotá - Calle 69 No.04-48 Of. 502, Ed. Buro 69 

+57 3173795688 - 601-7616436 
LPR 

          

 
 
 

 
                                                                                                                                                                                                         Página 21 | 48 
 

“Como en este caso el accidente se produjo cuando ambas partes desarrollaban 

actividades de ese tipo, se eliminaba cualquier presunción de culpa, lo que a su turno 

implicaba que la acción no se examinara a la luz del artículo 2356 del C. Civil, sino 

del 2341 del ibidem, evento en el cual el demandante corría con la carga de demostrar 

todos los elementos integrantes de la responsabilidad civil extracontractual.”12 

 

“[…] actividad desplegada por las partes de las denominadas peligrosas, razón por la 

cual las presunciones sobre su culpa se neutralizan. Por ello, habrá que 

responsabilizar a quien se le demuestre una culpa efectiva. 

 

(…) 

 

La presunción de culpa, ninguna utilidad normativa o probatoria comporta al 

damnificado, tampoco es regla de equidad y menos de justicia, pues su único efecto 

jurídico es eximir de la probanza de un supuesto fáctico por completo ajeno al 

precepto, no menester para estructurar la responsabilidad, ni cuya probanza contraria 

es admisible, cuando toda presunción, salvo la iuris et de iuris que exige texto legal 

expreso, es susceptible de infirmar con la demostración de la diligencia y cuidado. 

Por tanto el juzgador con sujeción a la libre convicción y la sana crítica valorará los 

elementos probatorios para determinar cuál de las actividades peligrosas 

concurrentes es la causa del daño y la incidencia de la conducta de la víctima en la 

secuencia causal, asignando, en todo o en parte, a uno o a ambos sujetos la 

responsabilidad según su participación, a cuyo efecto, imputado a la actividad de una 

sola parte, ésta es responsable por completo de su reparación y si lo fuere a ambas, 

cada una lo será en la medida de su contribución. En otros términos, cuando la 

actividad peligrosa del agente es causa exclusiva del daño, éste será responsable en 

su integridad; contrario sensu, siéndolo la ejercida por la víctima, ninguna 

responsabilidad tendrá; y, si aconteciere por ambas actividades, la del agente y la de 

la víctima, como concausa, según su participación o contribución en la secuencia 

causal del daño, se establecerá el grado de responsabilidad que le asiste y habrá 

lugar a la dosificación o reducción del quantum indemnizatorio”13 

 

Entonces para fundamentar un proceso de responsabilidad civil, no basta con solicitar una 

imputación objetiva entre el resultado y el acto causal, se requiere que el acto sea negligente o 

imprudente, y lo será aquél que infringe el deber de cuidado objetivamente exigible en la relación 

de la actividad peligrosa, para el caso, este deber de cuidado viene determinado por reglas 

especiales de tránsito y circulación de vehículos automotores. 

 

 
12 Corte Suprema de Justicia Sentencia 5462 de 2000 MP José Fernando Ramírez Gómez. 
13 Corte Suprema de Justicia Sentencia 3001 de 31 de enero de 2005 MP Pedro Octavio Munar Cadena. 
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En conclusión, tal como se desprende de la narración de los hechos de la demanda, tanto el actor 

como el conductor del vehículo de placas VMU-212, como el conductor del vehículo de placas DIP-

34F se encontraban en el ejercicio de una actividad peligrosa, consistente en la conducción de un 

vehículo automotor. Por tanto, concurren al suceso dañoso ejerciendo similares actividades 

peligrosas y en tal supuesto, se aniquilan mutuamente, forzando al actor a demostrar la culpa del 

conductor del vehículo asegurado.  

 

Por lo que respetuosamente solicito al despacho tener probada esta excepción. 

 

 

6. TASACIÓN INDEBIDA E INJUSTIFICADA DE LOS SUPUESTOS PERJUICIOS 
MORALES PRETENDIDOS POR LOS DEMANDANTES  

 

Por medio de la presente excepción se pretende demostrar al Honorable Despacho que el extremo 

procesal activo no acredita, argumenta, explica ni justifica de manera alguna la valoración sobre la 

tasación de las sumas de dinero pretendidas bajo el concepto de daño moral. Lo anterior, pues 

únicamente se limita a solicitar un monto a favor de los demandantes, sin que se argumente y/o 

sustente lo allí pretendido. Por otro lado, las sumas pretendidas bajo este concepto son exageradas 

y no se encuentran delimitadas ni enmarcadas de acuerdo a los lineamientos jurisprudenciales de 

la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia.   

 

Si bien es cierto que no existen criterios objetivos de aplicación mecánica respecto a la 

cuantificación de los daños morales, cabe resaltar que los tipos de perjuicios extrapatrimoniales que 

solicita la parte actora sean reparados económicamente, resultan o tratan de una compleja tipología 

de perjuicios cuya configuración depende de la existencia de una serie de elementos subjetivos. Lo 

anterior, además de que su tasación si bien se encuentra deferida “al arbitrium judicis”, es decir, al 

recto criterio del fallador, de todas maneras, deben ser debidamente acreditados, demostrados y 

tasados por quien los pretende. Teniendo en cuenta adicionalmente, que este tipo de perjuicios “se 

trata de agravios que recaen sobre intereses, bienes o derechos que por su naturaleza 

extrapatrimonial o inmaterial resultan inasibles e inconmensurables”.14 

  

Ha señalado igualmente la Corte15 que, dentro de la concepción jurídica de los perjuicios 

extrapatrimoniales, específicamente respecto al daño moral, por ejemplo, no hay una valoración 

pecuniaria en sentido estricto, ya que al pertenecer a la psiquis de cada persona “es inviable de 

valorar al igual que una mercancía o bien de capital”. De ahí entonces que sea razonable estimar 

que, (i) en cada caso el Juez realice una valoración concreta, con la debida objetividad y conforme 

lo que se logre probar en el transcurso del proceso; y, (ii) no resulta apropiado que las partes puedan 

estimar el valor económico de su propio sufrimiento, “ya que eso iría en contravía de la naturaleza 

 
14 Sentencia de casación civil de 13 de mayo de 2008, Exp. 1997-09327-01. 
15 Sala de Casación Civil, Corte Suprema de Justicia, 11 de mayo de 2017, Radicado: 11001-02-03-000-2017- 00405-00. 
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especial del perjuicio inmaterial o espiritual, que escapa al ámbito de lo pecuniario”.    

   

La tasación del daño moral efectuada por el extremo actor en las pretensiones de la demanda de 

$80.000.000 es a todas luces exorbitante y carece de cualquier sustento normativo y/o 

jurisprudencial. En ese sentido, es claro que la parte demandante está efectuando una petición que 

excede con creces los baremos máximos establecido por la jurisprudencia16, razón por la cual, la 

suma solicitada no puede ser reconocida, incluso, en el remoto evento en que se llegase a 

demostrar la presunta responsabilidad endilgada al extremo pasivo.    

  

Siguiendo con los lineamientos jurisprudenciales establecidos por la Sala Civil de la Corte Suprema 

de Justicia en Sentencia del 23/05/2018, MP: Aroldo Wilson Quiroz, Rad: 11001-31-03-028-2003-

00833-0, en donde se estableció que se reconocerá una suma por concepto de daño moral una 

suma máxima de $60.000.000 cuando nos encontramos ante daños permanentes, y sean familiares 

consanguíneos de primer grado.  

 

“En todo caso, conviene tener a la vista que esta Corporación, para eventos de daños 

permanentes con comprobada trascendencia en la vida de los afectados, ha accedido 

a reparaciones morales de $50.000.000 (SC16690, 17 nov. 2016, rad. n.° 2000-

00196-01) y $60.000.000 (SC9193, 28 jun. 2017, rad. n.° 2011-00108-01), 

equivalentes a 72,5 y 81,3 salarios mínimos vigentes para la fecha de las condenas, 

respectivamente, razón por la que 20 smlmv no se advierte como una indemnización 

desatinada en un caso con consecuencias temporales”   

 

Según las jurisprudencias citadas, es inviable el reconocimiento de los perjuicios morales en las 

sumas pretendidas por la parte demandante. Pues en primer lugar, solicitar la suma de $80.000.000 

resulta exorbitante, puesto que el tope fijado por la Jurisprudencia de la Sala de Casación Civil de 

la Corte Suprema de Justicia corresponde a $60.000.000 en los casos más graves, como en casos 

de muerte para familiares consanguíneos de primer grado. En tal virtud, las pretensiones invocadas 

por la parte demandante evocan un evidente ánimo especulativo.  

 

Ha señalado igualmente la Corte17 que, dentro de la concepción jurídica de los perjuicios 

extrapatrimoniales, específicamente respecto al daño moral, por ejemplo, no hay una valoración 

pecuniaria en sentido estricto, ya que al pertenecer a la psiquis de cada persona “es inviable de 

valorar al igual que una mercancía o bien de capital”. De ahí entonces que sea razonable estimar 

que, (i) en cada caso el Juez realice una valoración concreta, con la debida objetividad y conforme 

lo que se logre probar en el transcurso del proceso; y, (ii) no resulta apropiado que las partes puedan 

estimar el valor económico de su propio sufrimiento, “ya que eso iría en contravía de la naturaleza 

especial del perjuicio inmaterial o espiritual, que escapa al ámbito de lo pecuniario”.  

 
16 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil en sentencia del 07 de marzo de 2019. M.P. Octavio Augusto Tejeiro Duque  
17 Sala de Casación Civil, Corte Suprema de Justicia, 11 de mayo de 2017, Radicado: 11001-02-03-000-2017- 00405-00.   
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En conclusión, es inviable el reconocimiento del daño moral pretendido por la parte actora, pues la 

tasación propuesta es equivocada y en algunos casos, no tiene ningún tipo de fundamento para su 

solicitud. En tal sentido, no hay lugar al reconocimiento de suma alguna por concepto de daño moral 

que supere los montos fijados a partir de la Sentencia de la Sala Civil de la Corte Suprema de 

Justicia en Sentencia del 11/05/2017, MP: Aroldo Wilson Quiroz, Rad: 11001-02-03-000-2017- 

00405-00, en donde se estableció que en los casos más graves como es la muerte únicamente se 

le podrá reconocer a su compañera permanente la suma de $60.000.000. 

 

 

7. IMPROCEDENCIA Y TASACIÓN EXORBITANTE DEL DAÑO A LA VIDA EN RELACIÓN 
PRETENDIDOS POR LA DEMANDANTE  

  

En relación con el reconocimiento del supuesto daño a la vida en relación del demandante es 

menester señalar que dentro del plenario no obra ningún medio de prueba que permita entrever 

alteraciones, cambios o mutaciones en el comportamiento del diario vivir de los demandantes. En 

cualquier caso, la cuantificación que por este concepto solicita la parte demandante, de $78.124.000 

es exorbitante pues, como veremos más adelante, desatiende los baremos jurisprudenciales que, 

sobre el daño a la vida de relación, se ha referido la Corte Suprema de Justicia, en casos mucho 

más graves como muerte o invalidez. 

   

La Corte Suprema de Justicia ha definido el daño a la vida en relación como “(…) la afectación a la 

«vida exterior, a las relaciones interpersonales» producto de las secuelas que las lesiones dejaron 

en las condiciones de existencia de la víctima” Cabe reseñar que este tipo de daño “adquiere 

trascendencia o se refleja sobre la esfera externa del individuo, situación que también lo diferencia 

del perjuicio moral propiamente dicho (…)”18. Asimismo, la alta Corte ha manifestado que el único 

legitimado para solicitar su indemnización es la víctima directa: 

 

“(…) b) Daño a la vida de relación: Este rubro se concede únicamente a la víctima 
directa del menoscabo a la integridad psicofísica como medida de compensación por 

la pérdida del bien superior a la salud, que le impedirá tener una vida de relación en 

condiciones normales (…)”19 

 

Es preciso resaltar que, sobre el particular ha dicho el Tribunal Superior de Pereira ha señalado 

sobre la carga de la prueba frente a la causación de este perjuicio lo siguiente20: 

 

“(…) Cuestionaron los demandados y la llamada en garantía el reconocimiento de 

 
18 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 13 de mayo de 2008. Exp. 11001-3103-006- 1997-09327-01. M.P. 
Cesar Julio Valencia Copete  
19 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 28 de junio de 2017. Radicación nº 11001-31-03-039-2011-00108-
01. M.P. Ariel Salazar Ramírez.  
20 TSDJ de Pereira. Sentencia 438 de 17-09-2019. Rad.: 05001-31-03-007-2007-00532-01. M.P. Duberney Grisales Herrera. 
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este perjuicio, por cuanto las razones para ello fueron idénticas a la utilizadas para 

reconocer el lucro cesante, además que estimaron quedó sin acreditación la 

alteración de las condiciones del actor con ocasión de la lesión sufrida” (Folios 9-10 

y 97-98, cuaderno No.10). 

 

” Para esta Sala prospera esta alzada, pero por falta de congruencia, puesto que si 

bien se trata de un perjuicio reclamado (Fisiológico, folio 37, cuaderno principal), lo 

cierto es que ese hecho en forma alguna se argumentó en la demanda, faltan datos 

indicativos de cómo se afectaron las condiciones normales de vida del actor.   

 

” La manera en que se advertía ese perjuicio se pretermitió en el escrito introductor y 

ha debido serlo como garantía del derecho de defensa de los demandados y para 

respetar el principio de congruencia de la sentencia (Artículo 281, CGP) (…)” 

 

En este punto, útil es recordar lo dicho por la Corte Suprema de Justicia21, en un caso que negó ese 

pedimento por haberse dado esa omisión en relación con la carga de la prueba: 

 

“(…) En efecto, al observar la demanda aducida y su reforma, integradas en un solo 

documento, encuentra la Corte que el actor fue quien, desde el comienzo, fusionó 

tanto el detrimento moral como el de vida de relación, por tanto, el ad-quem, se limitó 

a pronunciarse alrededor de una sola clase de detrimento; la lectura que brindó a lo 

expuesto por el demandante refleja, de manera fiel, la forma como se presentó y 

reclamó la indemnización. 

 

(…) ”Dado que se trata de detrimentos distintos, que no pueden ser confundidos, al 

ser reclamados debió indicarse un referente económico  para cada uno de ellos, 

aspecto que no se hizo; además, su naturaleza, diferente a la del daño moral, 

comporta una afectación proyectada a la esfera externa de la víctima, sus actividades 

cotidianas; relaciones con sus más cercanos, amigos, compañeros, etc., a diferencia 

de los daños morales que implican una congoja; impactan, directamente, su estado 

anímico, espiritual y su estabilidad emocional, lo que, sin duda, al describirse en el 

libelo respectivo de qué manera se exteriorizan, deben mostrarse diversos, empero, 

como se anunció líneas atrás, su promotor cuando expuso el factum del debate 

describió unas mismas circunstancias como indicadoras de los dos daños. 

 

“Y, si, en gracia de discusión, la Corte aceptara que en el escrito incoativo fueron 

pedidos de manera autónoma e independiente los daños morales y de vida de 

relación, habría que concluir, prontamente, que el impugnante no señaló, 
puntualmente, de qué forma se le generó el daño a la vida de relación, pues, 

 
21 CSJ. SC7824-2016 
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como atrás se indicó, no hubo señalamiento concreto de la repercusión en el círculo 

o frente a los vínculos de la actora. Es más, no se apreció o describió, en particular, 

qué nexos o relaciones se vieron afectadas, sus características o la magnitud de tal 

incidencia. Resulta incontrovertible que toda limitación en la salud física o mental de 

un individuo impacta negativamente su entorno; sin embargo, ante una reclamación 

judicial, no puede la víctima dejar al Juez conjeturar las repercusiones concretas de 

esa situación perjudicial y, en el presente asunto, la afectada se despreocupó de 

indicar las particularidades del detrimento denunciado, luego, no es dable aseverar 

su existencia real, determinada y concreta. 

 

En suma, al ser un tema que ni siquiera se fundamentó, mal podría reconocerse, 

habrá de revocarse ese acápite de la sentencia (…)” (Resaltado fuera de texto). 

 

Para conocer a mayor profundidad lo que ha establecido la Corte Suprema de Justicia en algunos 

casos en los que excepcionalmente se reconoció este concepto indemnizatorio, es preciso señalar 

el siguiente caso: la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia ordenó el pago de $30.000.000 para 

cónyuge por la muerte de su esposo, quién se desplazaba como peatón por la barema de la 

carretera22. 

 

De lo anterior se desprende que el daño a la vida en relación debe basarse en afirmaciones 

concretas que den muestra de cuáles son las afectaciones reales que ha sufrido la víctima en sus 

condiciones de vida. Sin embargo, la parte demandante no acredita de forma real, determinada y 

concreta la forma en que el accidente de tránsito ocurrido el 27 de abril de 2020, afectó su manera 

de relacionarse de la vida. En efecto, dentro del plenario no obra ningún medio de prueba que 

permita entrever alteraciones, cambios o mutaciones en el comportamiento del diario vivir de la 

parte actora. De todas maneras, la cuantificación que por este concepto solicita la parte 

demandante, de $78.124.000, es exorbitante pues, desatiende los baremos jurisprudenciales que, 

sobre el daño a la vida de relación, se ha referido la Corte Suprema de Justicia, en casos de muerte 

o invalidez. 

  

Solicito se declare la prosperidad de esta excepción 

 

8. GENÉRICA E INNOMINADA 
 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 282 del Código General del Proceso, solicito sea declarada 

cualquier otra excepción que resulte probada en el curso del proceso, ya sea frente a la demanda 

o al contrato de seguro utilizado para convocar a mi representada al presente litigio mediante acción 

directa.   

   

 
22 Corte Suprema de Justicia. Sentencia SC665-2019 del 07 de marzo de 2019.   
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Solicito declarar probada esta excepción   

 

 

CAPITULO II: 
CONTESTACIÓN AL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA FORMULADO POR VAN DE LEUR 

TRADING S.A.S, 
 

I. PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LOS HECHOS DEL LLAMAMIENTO EN 
GARANTÍA 

 

AL HECHO “1”:  A mi procurada no le consta lo manifestado en este numeral respecto del supuesto 

accidente de tránsito acaecido el 27 de abril de 2020, comoquiera que en su calidad de aseguradora 

no intervino ni tuvo injerencia alguna en la producción de dicho suceso. En cualquier caso, debe 

advertirse que la responsabilidad del vehículo asegurado no se encuentra debidamente acreditada 

dentro del proceso pues no obra dentro del expediente prueba idónea, fehaciente y conducente que 

permita endilgar responsabilidad alguna el señor Ríos Roda por los hechos ocurridos el 27 de abril 

de 2020. 

 

AL HECHO “2”: Es cierto, dentro del proceso con radicado 760013103012-2022-00071-00, el señor 

Heliberto Rios Roda y la sociedad Van De Leur Trading S.A.S, fueron vinculados al proceso como 

demandando directos. En cualquier caso, debe advertirse que dicha responsabilidad no se 

encuentra debidamente acreditada dentro del proceso pues no obra dentro del expediente prueba 

idónea, fehaciente y conducente que permita endilgar responsabilidad alguna del vehículo VMU-

212 por los eventos del 27 de abril de 2020.  

 

AL HECHO “3”: Es cierto, dentro del proceso con radicado 760013103012-2022-00071-00 se 

pretenden el pago de unos perjuicios denominados extrapatrimoniales. En cualquier caso, debe 

advertirse que dicha responsabilidad no se encuentra debidamente acreditada dentro del proceso 

pues no obra dentro del expediente prueba idónea, fehaciente y conducente que permita endilgar 

responsabilidad alguna del vehículo VMU-212 por los eventos del 27 de abril de 2020. 

 

AL HECHO “4”: Si bien es cierto que para el momento de ocurrencia del accidente de tránsito 

presuntamente acaecido el 27 de abril de 2020 el vehículo de placa VMU-212 contaba con póliza 

No. AA067392 que amparaba, entre otros, la responsabilidad civil extracontractual derivada de la 

conducción de dicho automotor. Lo cierto, es que la mera existencia de un contrato de seguros no 

implica per se el surgimiento de obligación indemnizatoria en cabeza de mi representada, toda vez 

que se debe cumplir en primer lugar, con la acreditación de que el hecho dañino haya devenido de 

forma exclusiva del proceso de conducción ejecutado por el asegurado, en segundo lugar, que se 

encuentre probada la estructuración de la responsabilidad civil durante la vigencia de la póliza y, en 

tercer lugar, que no se configure ninguna exclusión o causal legal o convencional de inoperancia 
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del contrato de seguro. En el presente caso, comoquiera que no se encuentran acreditados los 

elementos configurativos de la responsabilidad civil que se persigue, toda vez que no existen 

pruebas que demuestren el hecho dañoso, daño y relación causal, el riesgo asegurado no se 

entiende realizado y por lo mismo, no nace la obligación resarcitoria de mi procurada. 

 

AL HECHO “5”: Si bien es cierto que para el momento de ocurrencia del accidente de tránsito 

presuntamente acaecido el 27 de abril de 2020 el vehículo de placa VMU-212 contaba con póliza 

No. AA067392 que amparaba, entre otros, la responsabilidad civil frente a terceros. Lo cierto, es 

que la mera existencia de un contrato de seguros no implica per se el surgimiento de obligación 

indemnizatoria en cabeza de mi representada, toda vez que se debe cumplir en primer lugar, con la 

acreditación de que el hecho dañino haya devenido de forma exclusiva del proceso de conducción 

ejecutado por el asegurado, en segundo lugar, que se encuentre probada la estructuración de la 

responsabilidad civil durante la vigencia de la póliza y, en tercer lugar, que no se configure ninguna 

exclusión o causal legal o convencional de inoperancia del contrato de seguro. En el presente caso, 

comoquiera que no se encuentran acreditados los elementos configurativos de la responsabilidad 

civil que se persigue, toda vez que no existen pruebas que demuestren el hecho dañoso, daño y 

relación causal, el riesgo asegurado no se entiende realizado y por lo mismo, no nace la obligación 

resarcitoria de mi procurada.  

 

AL HECHO “6”: Si bien es cierto que para el momento de ocurrencia del accidente de tránsito 

presuntamente acaecido el 27 de abril de 2020 el vehículo de placa VMU-212 contaba con póliza 

No. AA067392 que amparaba, entre otros, la responsabilidad civil frente a terceros. Lo cierto, es 

que la mera existencia de un contrato de seguros no implica per se el surgimiento de obligación 

indemnizatoria en cabeza de mi representada, toda vez que se debe cumplir en primer lugar, con la 

acreditación de que el hecho dañino haya devenido de forma exclusiva del proceso de conducción 

ejecutado por el asegurado, en segundo lugar, que se encuentre probada la estructuración de la 

responsabilidad civil durante la vigencia de la póliza y, en tercer lugar, que no se configure ninguna 

exclusión o causal legal o convencional de inoperancia del contrato de seguro. En el presente caso, 

comoquiera que no se encuentran acreditados los elementos configurativos de la responsabilidad 

civil que se persigue, toda vez que no existen pruebas que demuestren el hecho dañoso, daño y 

relación causal, el riesgo asegurado no se entiende realizado y por lo mismo, no nace la obligación 

resarcitoria de mi procurada. 

 

 

II. PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LA PRETENSIÓN ÚNICA DEL LLAMAMIENTO 
 

ME OPONGO a la prosperidad de la única pretensión incoada en el llamamiento en garantía, por 

cuanto no se vislumbran los elementos sine qua non para predicar, como exigible, la obligación 

indemnizatoria de LA EQUIDAD SEGUROS O.C. Si bien la sociedad Van De Leur Trading S.A.S., 

celebró un contrato de seguro mi prohijada contenido en la póliza No AA067392, lo cierto es que la 
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póliza no puede afectarse, pues como ha quedado evidenciado a través de esta contestación, no 

se acreditaron los elementos esenciales para endilgar responsabilidad civil extracontractual a las 

partes pasivas del proceso, comoquiera que no existen pruebas en el plenario fehacientes, 

pertinentes y conductos que permitan establecer que el conductor del vehículo de placas VMU-212 

fue responsable del accidente de tránsito, y ante ello, no habría lugar a que mi prohijada hiciera 

efectivo el aludido aseguramiento. 

 

De tal suerte, refulge de manera clara y evidente que el extremo actor se encuentra sin ningún 

medio probatorio que acredite la génesis, desarrollo y resultado del evento presuntamente suscitado 

el 27 de abril de 2020; constituyendo tal falencia demostrativa, un impedimento para determinar si 

existe o no la responsabilidad que desatinadamente pretende que sea atribuida en contra del 

conductor del vehículo de placa VMU-212; y en virtud de ello, que sea exigible a mi prohijada la 

afectación de la póliza por ella expedida. 

 

En todo caso, es esencial que se tenga en cuenta en este punto, que el amparo de responsabilidad 

civil extracontractual que se pretende está evidentemente enmarcado dentro de las condiciones 

particulares y generales del contrato, ya que son ellas las que delimitan la extensión del riesgo 

asumido por el asegurador y, por ende, las mismas establecen el ámbito del amparo, la definición 

contractual de su alcance o extensión, los límites asegurados para el riesgo tomado, etc. 

Consecuentemente, es cardinal que el Despacho advierta que el amparo mencionado no opera de 

forma automática, sino que debe hacerse su análisis conforme a las estipulaciones contractuales. 

 

 

III. EXCPECIONES DE MÉRITO FRENTE AL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA 
 

1. INEXISTENCIA DE OBLIGACIÓN DE INDEMNIZAR A CARGO DE LA EQUIDAD 
SEGUROS GENERALES O.C. POR LA NO REALIZACIÓN DEL RIESGO ASEGURADO 
EN LA POLIZA No. C AA067392 Y EL INCUMPLIMIENTO DE LAS CARGAS DEL 
ARTÍCULO 1072 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. 

 

La afectación de la póliza de seguro vinculada es inviable, por cuanto no se demostró la ocurrencia 

del riesgo que en ella se aseguró, de acuerdo con lo previsto en el Art. 1072 del C. Co. En este 

punto es necesario advertir que la Póliza No. AA067392, no podrán afectarse, toda vez que, no 

adoso al plenario prueba siquiera sumaria que permita dar cuenta de la responsabilidad que se le 

endilga al vehículo VMU-212 del accidente de tránsito presuntamente acaecido el 27 de abril de 

2024.  

 

Así entonces, para efectos de solicitudes de indemnización por los riesgos amparados, la carga 

probatoria gravita sobre la parte demandante. En ese sentido, el artículo 1072 del Código de 
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Comercio, estableció: “(…) ARTÍCULO 1072. <DEFINICIÓN DE SINIESTRO>. Se denomina 

siniestro la realización del riesgo asegurado (…)”.  

 

El cumplimiento de tal carga probatoria respecto de la ocurrencia del siniestro, así como de la 

cuantía de la pérdida, es fundamental para que se haga exigible la obligación condicional derivada 

del contrato de seguro, tal como lo ha indicado doctrina respetada sobre el tema:  

 

“(…) Es asunto averiguado que en virtud del negocio aseguraticio, el asegurador 

contrae una obligación condicional que el artículo 1045 del código de comercio califica 

como elemento esencial del contrato, cuyo objeto se concreta a pagar la 

indemnización cuando se realice el riesgo asegurado. Consecuente con esta 

concepción, el artículo 1054 de dicho estatuto puntualiza que la verificación del riesgo 

-como suceso incierto que no depende exclusivamente de la voluntad del tomador- 

“da origen a la obligación del asegurado” (se resalta), lo que significa que es en ese 

momento en el que nace la deuda y, al mismo tiempo, se torna exigible (…)”  

 

“(…) Luego la obligación del asegurador nace cuando el riesgo asegurado se 

materializa, y cual si fuera poco, emerge pura y simple.  

 

Pero hay más. Aunque dicha obligación es exigible desde el momento en que ocurrió 

el siniestro, el asegurador, ello es medular, no está obligado a efectuar el pago 
hasta tanto el asegurado o beneficiario le demuestre que el riesgo se realizó y 
cuál fue la cuantía de su pérdida. (…) Por eso el artículo 1080 del Código de 

Comercio establece que “el asegurador estará obligado a efectuar el pago…[cuando] 

el asegurado o beneficiario acredite, aun extrajudicialmente, su derecho ante el 

asegurador de acuerdo con el artículo 1077”. Dicho en breve, el asegurador sabe que 

tiene un deber de prestación, pero también sabe que mientras el acreedor no cumpla 

con una carga, no tendrá que pagar (…)” 

 

“(…) Se dirá que el asegurado puede acudir al proceso declarativo, y es cierto; pero 

aunque la obligación haya nacido y sea exigible, la pretensión fracasará si no se 

atiende la carga prevista en el artículo 1077 del Código de Comercio, porque sin el 

cumplimiento de ella el asegurador no debe “efectuar el pago” (C. de CO., Art. 1080) 

(…)”23 (Subrayado y negrilla fuera del texto original) 

 

La importancia de la acreditación probatoria de la ocurrencia del siniestro, de la existencia del daño 

y su cuantía, se circunscribe a la propia filosofía resarcitoria del seguro. Consistente en reparar el 

daño acreditado y nada más que este. Puesto que, de lo contrario, el asegurado o beneficiario 

 
23 ÁLVAREZ GÓMEZ Marco Antonio. “Ensayos sobre el Código General del Proceso. Volumen I. Hipoteca, Fiducia 
mercantil, Prescripción, Seguros, Filiación, Partición de bienes en vida y otras cuestiones sobre obligaciones y contratos”. 
Segunda Edición. Editorial Temis, Bogotá, 2018. Pág. 121-125. 
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podría enriquecerse sin justa causa, al indemnizarle un daño inexistente. En esta línea ha indicado 

la Corte Suprema de Justicia lo siguiente:  

  

“(…) 2.1. La efectiva configuración del riesgo amparado, según las previsiones del 

artículo 1054 del Código de Comercio, “da origen a la obligación del asegurador”.  

  

2.2. En consonancia con ello, “[e]l asegurado o el beneficiario [están] obligados a dar 

noticia al asegurador de la ocurrencia del siniestro” (art. 1075, ib.), información que 

en el caso de la póliza de que se trata, debía verificarse “dentro de los treinta (30) 

días siguientes a la fecha en que tenga conocimiento de la ocurrencia de un 

tratamiento de las enfermedades de Alto Costo relacionada en la Cláusula Primera, 

así no afecte la Cobertura provista mediante la presente póliza” (cláusula décima, 

condiciones generales, contrato de seguro).  

  

2.3. Pero como es obvio entenderlo, no bastaba con reportar el siniestro, sino que 

era necesario además “demostrar [su] ocurrencia (…), así como la cuantía de la 

pérdida, si fuere el caso” (art. 1077, ib.).  

  

2.4 Esos deberes acentúan su importancia en los seguros de daños, como el que es 

base de la acción, toda vez que ellos, “[r]especto del asegurado”, son “contratos de 

mera indemnización y jamás podrán constituir para él fuente de enriquecimiento” (art. 

1088, ib.), de modo que “la indemnización no excederá, en ningún caso, el valor real 

del interés asegurado en el momento de siniestro, ni del monto efectivo del perjuicio 

patrimonial sufrido por el asegurado o el beneficiario” (art. 1089, ib.) (…)”24.  

  

De lo anterior, se infiere que, en todo tipo de seguros, cuando el asegurado quiera hacer efectiva la 

garantía deberá demostrar la ocurrencia del siniestro. Para el caso en estudio, debe señalarse como 

primera medida que la parte demandante no cumplió con la carga de la prueba consistente en 

demostrar la realización del riesgo asegurado de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1072 

del Código de Comercio. Según las pruebas documentales obrantes en el plenario, no se ha 

probado este factor, por lo que, en ese sentido, no ha nacido a la vida jurídica la obligación 

condicional del asegurador.  

  

Sin perjuicio de las excepciones anteriores, se formula esta de conformidad con lo estipulado en las 

condiciones específicas la póliza, toda vez que de la mera lectura podemos concluir que siniestro 

no se realizó. Se aclara que, mediante el referido contrato de seguro, en virtud de la cual se vinculó 

a mi procurada al presente litigio, la aseguradora cubre la responsabilidad frente a terceros atribuible 

al asegurado nombrado en la carátula de la póliza cuando este sea civilmente responsable de 

 
24 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia SC2482-2019. Radicación n.° 11001-31-03-008-2001-00877-01. Julio 9 
de 2019  
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acuerdo con la legislación colombiana y a los términos, estipulaciones, excepciones y limitaciones 

contempladas en la póliza. El riesgo fue descrito dentro de las condiciones del contrato de seguro, 

de la siguiente manera:  

 
Dicho lo anterior, es claro que en el presente caso no se ha realizado el siniestro, toda vez que nos 

encontramos ante una situación en la que: (i) No se prueba que el hecho generador del daño esté 

en cabeza del señor Ríos Rodas, conductor del vehículo asegurado; (ii) no existe nexo causal entre 

la conducción del vehículo de placas VMU-212 y las lesiones sufridas por el señor Pablo Emilio 

Liévano Gonzáles; y (iii) dentro del plenario obran pruebas que constan que el accidente se 

ocasionó en razón del actuar imprudente e impertinente del vehículo DIP-34F, configurándose 

entonces causal de exclusión denominada hecho exclusivo de la víctima. Como consecuencia de 

ello, no ha nacido la obligación condicional por parte de la aseguradora.   

 

Como podemos apreciar, la póliza de responsabilidad civil extracontractual se extiende 

exclusivamente a cubrir los perjuicios causados en virtud de la responsabilidad en que incurra el 

asegurado, durante la vigencia del seguro, por los perjuicios patrimoniales y extrapatrimoniales 

causados a terceros debidamente acreditados y que surjan por la conducción del vehículo 

asegurado, responsabilidad que en este caso nunca existió, pues es evidente la ausencia de los 

elementos esenciales para la configuración del título de imputación alguno en contra de la 

asegurada.  

 

Lo anterior, debido a que no hay ningún tipo de evidencia en el plenario que dé cuenta que el 

accidente de tránsito presuntamente ocurrido el día 27 de abril de 2020, se haya originado por una 

conducta atribuible a la empresa de transporte asegurada o sus agentes.  Así las cosas, y dado a 

que en el presente proceso no se han acreditado los elementos de la responsabilidad civil 

extracontractual, el riesgo asegurado no se entiende realizado y por lo mismo, no nace la obligación 

resarcitoria de mi procurada 

   

En conclusión, para el caso en estudio debe señalarse que la parte actora no demostró la realización 

del siniestro, pues no se ha presentado un evento en el cual haya sido declarada la responsabilidad 

civil del asegurado. Por el contrario, se observa de manera evidente la completa ausencia de 

elementos materiales probatorios dentro del expediente que permitan endilgar responsabilidad al 

extremo pasivo, y en cambio consta varia documentación que demuestra que el accidente tuvo lugar 

debido a la imprudencia exclusiva de la motocicleta DIP-34F.  De esa forma, como se incumplieron 

las cargas de que trata el artículo 1072 del Código de Comercio, es claro que no ha nacido la 

obligación condicional del asegurador.  
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2. LÍMITE ASEGURADO DE LA PÓLIZA No. AA067392, LA CUAL OPERA EN EXCESO DE 
LOS LÍMITES PRIMARIOS CONTRATADOS BAJO LA SECCIÓN DE 
RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL DE CUALQUIER PÓLIZA DE 
SEGURO DE AUTOMÓVILES. 

 

Se plantea esta excepción con el fin de demostrar en el presente proceso que, dentro de las 

condiciones generales del contrato de seguro No. AA067392 por medio del cual se vincula a mi 

representada al presente proceso, se estableció textualmente que la póliza y las coberturas operan 

en exceso de los límites primarios contratados bajo la sección de responsabilidad civil 

extracontractual de cualquier póliza de seguro de automóviles , es decir, una vez agotado el valor y 

concepto indemnizatorio del referido seguro, podrá eventualmente afectarse el amparo de 

responsabilidad civil contractual pactado dentro de la póliza No. AA067392 

 

De acuerdo a lo que fue pactado dentro del contrato de seguro contenido en la póliza No. AA067392 

tiene que ver con que el amparo de responsabilidad civil extracontractual y las coberturas operan 

en exceso de los límites primarios contratados bajo la sección de responsabilidad civil 

extracontractual de cualquier póliza de seguro de automóviles, es decir, una vez agotado el valor y 

concepto indemnizatorio del referido seguro, podrá eventualmente afectarse el amparo de 

responsabilidad civil extracontractual aquí mencionado: 

 
 

Lo anterior permite concluir que, una vez agotados los límites primarios contratados bajo la sección 

de responsabilidad civil extracontractual de cualquier póliza de seguro de automotores, causados a 

las personas en accidente de tránsito, podrá operar y afectarse en exceso la póliza No. AA067392 

y sólo en lo ateniente a la responsabilidad civil extracontractual en la que incurra el asegurado. 

 

De conformidad con estos argumentos, respetuosamente solicito declarar probada la excepción 

planteada en favor de los derechos e intereses de mi procurada.  
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3. SUJECIÓN A LAS CONDICIONES PARTICULARES Y GENERALES DEL CONTRATO 
DE SEGURO, EN LA QUE SE IDENTIFICA LA PÓLIZA, EL CLAUSULADO Y LOS 
AMPAROS 

 

En el caso en marras deberá el despacho tener en cuenta las condiciones particulares y generales 

pactadas en la póliza de seguro No. AA067392 y, en ese sentido, será necesario que se efectúe un 

estudio pormenorizado de las mismas, las cuales se anexan al presente escrito a fin de que, de 

evidenciar que se configure alguna de ellas se falle con total apego a lo pactado por las partes en 

el contrato de seguro. 

 

Es preciso señalar que de acuerdo con lo contemplado en el Art. 1044 del C. Co., LA EQUIDAD 

SEGUROS GENERALES O.C.., podrá proponer a los beneficiarios, la excepciones que pueda 

alegar en contra del tomador y el asegurado cuando son personas distintas. Por tanto, en caso de 

un fallo en contra este deberá ajustarse de acuerdo con las condiciones pactadas dentro del contrato 

de seguro y dicha condena no podrá exceder los parámetros acordados por los contratantes.  

 

Por lo tanto, en caso de que prosperen las pretensiones de responsabilidad civil de los demandantes 

contra mi representada, La Equidad Seguros Generales O. C., en ejercicio de la acción de 

reclamación directa de la víctima contra la aseguradora, tal relación deberá estar de acuerdo con el 

contrato de seguro denominado la Póliza de Seguro No. AA067392, en la cual se encuentran 

contenidas las condiciones particulares de la póliza y por las condiciones generales contenidas en 

la Forma 04122015-1501-NT- P-10-0000000000001507. 

 

4. RIESGOS EXPRESAMENTE EXCLUIDOS DE COBERTURA EN LA PÓLIZA 
 

Por medio de la presente, se solicita al despacho que, en caso de que en el curso del proceso se 

configure alguna exclusión contemplada en las condiciones particulares o generales de la Póliza de 

Seguro No. AA067392, la declare probada, por cuanto hizo parte del negocio contractual que 

celebraron las partes.    

   

En materia de seguros, el asegurador según el artículo 1056 del Código de Comercio podrá a su 

arbitrio, asumir todos o algunos de los riesgos a que estén expuestos el interés asegurado. Por lo 

tanto, es en el conjunto de las condiciones que contiene el respectivo contrato donde se determinan 

o delimitan contractualmente los riesgos, su alcance o extensión, el ámbito temporal y geográfico 

en el que el amparo opera, las causales de exclusión, o en general, las de exoneración. Por tanto, 

son esos los parámetros a los que tiene que sujetarse el sentenciador al resolver cualquier 

pretensión que se base en la correspondiente póliza. Luego, obviamente el asegurador tiene la 

facultad de delimitar contractualmente los riesgos que asume, conforme a lo normado en el artículo 

1056 Código de Comercio.    
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De las normas que regulan la delimitación de los riesgos asumidos por el asegurador (artículos 1056 

y 1127 del Código de Comercio), se infiere lógicamente que la autonomía que otorgan esas normas 

a los sujetos contratantes está circunscrita no sólo a la relación riesgo-causa (responsabilidad civil) 

sino a la relación riesgo-efecto. Es decir, que resulta válido delimitar los efectos de la materialización 

del riesgo y el carácter patrimonial del mismo, asumiendo o no las consecuencias que ello genere, 

en todo o en parte, conforme al desarrollo jurisprudencial del derecho de daños. En virtud de lo 

anterior, es menester señalar que la Póliza de Seguro No. AA067392 en sus condiciones generales 

señalan una serie de exclusiones, y de configurarse alguna de ellas, no podrá condenarse a mi 

prohijada.   

   

En conclusión, de configurarse alguna de las exclusiones que constan en el clausulado general de 

la póliza, no podrá existir responsabilidad en cabeza del asegurador, por cuanto el juez no podrá 

ordenar la afectación de la Póliza de Seguro No. AA067392 pues las partes acordaron 

expresamente pactar tales exclusiones. En consecuencia, si se evidencia dentro del proceso alguna 

de ellas, la póliza no cubriría ninguna solicitud de indemnización por lo que deberán denegarse las 

pretensiones de la demanda.    

   

Por las razones expuestas, solicito respetuosamente declarar probada esta excepción.  

 

 

5. CARÁCTER INDEMNIZATORIO DEL CONTRATO DE SEGURO 
 

Comoquiera que no se encuentra acreditada la causación de perjuicio alguno en detrimento o 

afectación de la activa de la acción, no es dable la imposición de obligación indemnizatoria en 

cabeza de mi procurada, pues la póliza de seguro respecto a la cual se vincula a La EQUIDAD 

SEGUROS GENERALES O.C., cuenta con un carácter meramente indemnizatorio. Lo que deviene 

en que la misma únicamente podrá afectarse dentro de los límites propios del resarcimiento de los 

perjuicios efectivamente acreditados. 

 

Nuestro estatuto comercial privilegia y consagra la naturaleza del contrato de seguro como de 

naturaleza meramente indemnizatoria, determinando al respecto el artículo 1127 del Código de 

Comercio lo siguiente: 

 

“(…) Art. 1127.-Modificado por la Ley 45 de 1990, artículo 84. Naturaleza del 
seguro de responsabilidad civil. El seguro de responsabilidad impone a cargo del 

asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que cause 
el asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo 

con la ley y tiene como propósito el resarcimiento de la víctima, la cual, en tal 

virtud, se constituye en el beneficiario de la indemnización, sin perjuicio de las 
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prestaciones que se le reconozcan al asegurado.  

 

Son asegurables la responsabilidad contractual y la extracontractual, al igual que la 

culpa grave, con la restricción indicada en el artículo 1055 (…)”. (Subrayas y negrillas 

fuera del texto original) 

 

En igual sentido, y originariamente la Corte Suprema de Justicia así lo ha establecido, según el fallo 

del 22 de julio de 1999, expediente 5065 en el que realizó la siguiente referencia, 

 

“(…) Este contrato no puede ser fuente de ganancias y menos de riqueza, sino 
que se caracteriza por ser indemnizatorio. La obligación que es de la esencia del 

contrato de seguro y que surge para el asegurador cumplida la condición, 

corresponde a una prestación que generalmente tiene un alcance variable, pues 

depende de la clase de seguro de la medida del daño efectivamente sufrido y del 

monto pactado como limitante para la operancia de la garantía contratada, y que el 

asegurador debe efectuar una vez colocada aquella obligación en situación de 

solución o pago inmediato (…)”25 (Subrayas y negrillas fuera del texto original) 

 

Es importante mencionar que la materia propia del seguro que sirvió de fundamento a la presente 

acción, de acuerdo con la naturaleza del riesgo que se protege, es de contenido puramente 

indemnizatorio conforme a lo preceptuado en el artículo 1088 del Código de Comercio y sólo podrá 

ser afectado según lo reza el artículo 1127 ibídem. En efecto, según lo normado en el referido 

precepto, este tipo de seguros es meramente indemnizatorio y jamás podrá constituir una fuente de 

enriquecimiento, por lo cual, la indemnización únicamente debe ceñirse a los perjuicios que 

efectivamente se logren acreditar por parte de quien los alega. Sumado al hecho del deber de 

acreditación, como es apenas, lógico del acaecimiento de alguno de los eventos asegurados en el 

contrato. 

 

En vista de lo anterior, para el caso concreto, como se expuso en las excepciones de fondo 

planteadas frente a la demanda, las pretensiones que pretende sean reconocidas por el actor del 

presente pleito están indebidamente cuantificadas, por la orfandad probatoria con la que se 

pretenden demostrar, dentro del cual la activa prende el reconocimiento de las siguientes sumas de 

dinero: 

 

•  $80.000.000 por concepto de daño moral, los cuales son improcedentes toda vez que no obra 

en el plenario prueba sobre congoja causada a las demandantes con ocasión al hecho 

acontecido el 27 de abril de 2020 e igualmente, los montos pretendidos por la activa desconocen 

los baremos jurisprudenciales.  

 
25 Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia. Corte Suprema de Justicia del 22 de julio de 1999, expediente 5065 Magistrado 
Ponente: Nicolás Bechara Simancas 
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• $78.124.000 por concepto de daño a la vida de relación, los cuales son inexistentes por cuanto, 

(i) es una tipología de perjuicio que se reconoce exclusivamente en favor de la víctima, por lo 

que las demandantes carecen de legitimada para reclamar su pago, (ii) no obra en el plenario 

prueba sobre alteración en la cotidianidad causada a las demandantes con ocasión al hecho 

acontecido el 27 de abril de 2020; y (iii) los montos pretendidos por la parte activa desconocen 

los baremos jurisprudenciales.  

 

Esto supone a todas luces un enriquecimiento injustificado de la demandante. En consecuencia, al 

encontrarse una indebida pretensión de enriquecimiento con base en un contrato de seguro, se 

vulnera la disposición que establece el carácter meramente indemnizatorio del mismo. 

 

En conclusión, de acuerdo a las voces de los artículos 1088 y 1127 del Código de Comercio sobre 

el carácter indemnizatorio del seguro y la responsabilidad del asegurador frente a la obligación 

indemnizatoria, en el caso particular se observa que, de acuerdo a los pedimentos injustificados, 

equivocadamente tasados y exorbitantes que hace en conjunto la parte demandante sobre los 

conceptos de daño moral, daño a la vida de relación, lucro cesante consolidado y futuro, es evidente 

la pretensión indebida de enriquecimiento con base en el contrato de seguro, vulnerando el carácter 

indemnizatorio que reviste al contrato de seguros. 

 

Consecuentemente, no es posible la imposición de obligación alguna en cabeza de mi procurada, 

pues ello devendría en un enriquecimiento sin justa causa que mi prohijada no se encuentra en la 

obligación de soportar, pues se observa que implicaría vulnerar el principio indemnizatorio.  

 

Con fundamento en lo expuesto solicito declarar probada la presente excepción de mérito. 

 

 

6. EN CUALQUIER EVENTO, LA OBLIGACIÓN DE LA ASEGURADORA NO PODRÁ 
EXCEDER EL LÍMITE DEL VALOR ASEGURADO A TRAVÉS DE LA PÓLIZA NÚMERO 

AA067392  
 

Se plantea esta excepción con el fin de demostrar en el presente proceso que, dentro de las 

condiciones generales del contrato de seguro No. AA067392, por medio del cual se vincula a mi 

representada al presente proceso, se pactó el límite asegurado por la lesión o muerte a una persona 

consistente en la suma de $2.000.000.000, razón por la cual ante una eventual condena mi 

representada no estará obligada a pagar suma superior al límite referido.  

 

En este orden de ideas, mi procurada no estará llamada a pagar cifra que exceda el valor asegurado 

previamente pactado por las partes, en tanto que la responsabilidad de mi mandante va hasta la 

concurrencia de la suma asegurada. De esta forma y de conformidad con el artículo 1079 del Código 
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de Comercio, debe tenerse en cuenta la limitación de responsabilidad hasta la concurrencia de la 

suma asegurada: 

 

“(…) ARTÍCULO 1079. RESPONSABILIDAD HASTA LA CONCURRENCIA DE LA 
SUMA ASEGURADA. El asegurador no estará obligado a responder si no hasta 

concurrencia de la suma asegurada, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo 

del artículo 1074 (…)” 

 

La norma antes expuesta, es completamente clara al explicar que la responsabilidad del asegurador 

va hasta la concurrencia de la suma asegurada. De este modo, la Corte Suprema de Justicia ha 

interpretado el precitado artículo en los mismos términos al explicar: 

 

“(…) Al respecto es necesario destacar que, como lo ha puntualizado esta 

Corporación, el valor de la prestación a cargo de la aseguradora, en lo que tiene que 

ver con los seguros contra daños, se encuentra delimitado, tanto por el valor 

asegurado, como por las previsiones contenidas en el artículo 1089 del Código de 

Comercio, conforme al cual, dentro de los límites indicados en el artículo 1079 la 

indemnización no excederá, en ningún caso, del valor real del interés asegurado en 

el momento del siniestro, ni del monto efectivo del perjuicio patrimonial sufrido por el 

asegurado o el beneficiario, regla que, además de sus significativas consecuencias 

jurídicas, envuelve un notable principio moral: evitar que el asegurado tenga interés 

en la realización del siniestro, derivado del afán de enriquecerse indebidamente, a 

costa de la aseguradora, por causa de su realización (…)”26. 

 

Téngase en cuenta que expresamente en el certificado de la póliza No. AA067392, se estipuló el 

límite de la cobertura para los eventos asegurables y amparados por el contrato, y en este punto 

impera el precepto del artículo 1079 del Código de Comercio, conforme al cual el asegurador estará 

obligado a responder únicamente hasta la concurrencia de la suma asegurada, sin excepción y sin 

perjuicio del carácter meramente indemnizatorio de esta clase de pólizas, consagrado en el artículo 

1088 ibídem, que establece que los seguros de daños serán contratos de mera indemnización y 

jamás podrán constituirse en fuente de enriquecimiento. 

 

Ahora bien, exclusivamente en gracia de discusión, sin ánimo de que implique el reconocimiento de 

responsabilidad en contra de mi representada, se debe manifestar que, en la póliza No. 2000130671 

se indicaron los límites para los diversos amparos pactados, de la siguiente manera: 

 
26 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 14 de diciembre de 2001. Mp. Jorge Antonio Castillo 
Rúgeles. EXP 5952. 
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De esta manera, se precisa que el anterior es el límite máximo asegurado por la vigencia de la 

póliza, es decir, es el valor máximo por el que estaría llamada a responder mi representada en la 

totalidad de siniestros o pagos que se deban hacer con ocasión a la vigencia comprendida entre el 

24 de noviembre de 2019 hasta el 24 de noviembre de 2020. 

 

De manera que ruego a su señoría proceder de conformidad en el momento en el que decida de 

fondo lo relativo a la relación sustancial que vincula a mi prohijada en esta causa.   

 

 

7. EN LAS CONDICIONES DE LA PÓLIZA No. AA067392 SE PACTÓ UN DEDUCIBLE A 
CARGO DEL ASEGURADO 

 

Si hipotéticamente esta Judicatura acogiese la teoría argumentativa de la activa de la acción, es 

preciso señalar que la Póliza No.  AA067392 cuenta con un deducible equivalente al 10% del valor 

de la pérdida mínimo $3.000.000 el cual deberá ser tenido en consideración del Despacho ante una 

hipotética, eventual y remota sentencia contraria a los intereses de mi procurada.  

 

Al respecto, nuestra legislación, a partir del artículo 1103 del Código de Comercio ha dispuesto lo 

siguiente: 

 

“(…) Las cláusulas según las cuales el asegurado debe soportar una cuota en el 

riesgo o en la pérdida, o afrontar la primera parte del daño, implican, salvo 

estipulación en contrario, la prohibición para el asegurado de protegerse respecto de 

tales cuotas, mediante la contratación de un seguro adicional. La infracción de esta 

norma producirá la terminación del contrato original (…)” 

 

En efecto, tratadistas como Narváez Bonnet y Efrén Ossa, han concebido el deducible como la 

primera parte de la pérdida que el asegurado asume sobre el monto indemnizable de un siniestro. 

Tratándose entonces de la participación del asegurado en la asunción de los efectos patrimoniales 

derivados del siniestro, los cuales implican prima facie que la obligación y el esfuerzo del asegurado 

se enfilen a que la pérdida o el siniestro no se materialice. No obstante, ante la materialización del 

riesgo amparado, el deducible pactado deberá ser asumido como una carga reciproca por el 

asegurado. 

 

Así pues, de conformidad con la Póliza No. AA067392 ante la determinación de la existencia de 
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obligación indemnizatoria en cabeza de mi procurada de conformidad con el amparo de “SECCIÓN 

3 - RESPONSABILIDADES FRENTE A TERCEROS” se estipuló, tal como se observa en la 

siguiente imagen tomada de la mentada póliza, que el asegurado respondería por el 10% del valor 

de la pérdida mínimo $3.000.000: 

 
Siendo así, en el remoto, hipotético e improbable caso de que mi representada llegase a ser 

condenada a pagar a la demandante alguna suma de dinero por concepto de daño emergente, 

debiendo afectar el amparo de “SECCIÓN 3 - RESPONSABILIDADES FRENTE A TERCEROS”, 

deberá esta Judicatura atender al valor señalado como deducible correspondiente al 10% del valor 

de la pérdida mínimo $3.000.000, el cual deberá ser única y exclusivamente al asegurado. 

 

Solicito al Despacho declarar probada esta excepción. 

 

 

8. DISPONIBILIDAD DE LA SUMA ASEGURADA 
 
Conforme a lo dispuesto en el artículo 1111 Código de Comercio, el valor asegurado se reducirá 

conforme a los siniestros presentados y a los pagos realizados por la Aseguradora, por tanto, a 

medida que se presenten más reclamaciones por personas con igual o mayor derecho y respecto 

a los mismo hechos dicho valor se disminuirá en esos importes, siendo que en el evento que para 

la fecha de la sentencia se ha agotado totalmente el valor asegurado no habrá lugar a cobertura 

alguna. Solicito al Despacho declarar probada esta excepción. 

 

 

9. PRESCRIPCIÓN DE LAS ACCIONES DERIVADAS DEL CONTRATO DE SEGURO. 
 

Por medio de la presente, se solicita al despacho que, en caso de que en el curso del proceso se 

pruebe la configuración de la prescripción de las acciones derivadas del seguro la declare probada.  

  

Se debe dejar claro que en materia de seguros, el legislador ha querido consagrar un periodo de 

prescripción especial, de tal suerte que en el artículo 1081 del C.Co se establecen las clases de 

prescripción pero además contiene previsiones no sólo en relación con el tiempo que debe 

transcurrir para que se produzca el fenómeno extintivo, sino también respecto del momento en que 

el período debe empezar a contarse. Dicho precepto establece lo siguiente:   
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“(…) ARTÍCULO 1081. <PRESCRIPCIÓN DE ACCIONES>. La prescripción de las 

acciones que se derivan del contrato de seguro o de las disposiciones que lo rigen 

podrá ser ordinaria o extraordinaria.  

  

La prescripción ordinaria será de dos años y empezará a correr desde el momento 
en que el interesado haya tenido o debido tener conocimiento del hecho que da 
base a la acción.  

  

La prescripción extraordinaria será de cinco años, correrá contra toda clase de 

personas y empezará a contarse desde el momento en que nace el respectivo 

derecho.  

  

Estos términos no pueden ser modificados por las partes (…)” (Subrayado y negrilla 

fuera del texto original)  

  

Se destaca entonces el conocimiento real o presunto del hecho que da base a la acción, como 

rasgo que diferencia la prescripción ordinaria de la extraordinaria. Pues en tanto la primera exige la 

presencia de este elemento subjetivo, en la segunda no se efectúa esa distinción. Sobre este 

particular y en especial, para establecer la diferencia entre los dos tipos de prescripciones derivadas 

del contrato de seguro, la Corte Suprema de Justicia, Sala Civil manifestó lo siguiente:  

  

“(...) En este orden de ideas, resulta claro que el legislador colombiano del año 1971, 

siguiendo un criterio ciertamente diferente al establecido por la legislación civil 

nacional y buena parte de la comparada –en general-, prohijó para el contrato de 

seguro dos tipos de prescripción divergentes: la ordinaria y la extraordinaria (...)  

  

La primera, según se acotó en líneas anteriores, de estirpe subjetiva, y la segunda, 

de naturaleza típicamente objetiva, calidades estas que se reflejan, de una parte, en 

los destinatarios de la figura sub examine: determinadas personas –excluidos los 

incapaces- y “toda clase de personas” –incluidos estos-, respectivamente, y, de la 

otra, en el venero prescriptivo.  

  

Es así, se reitera, cómo en punto tocante al inicio del referido decurso, se tiene 

establecido que la ordinaria correrá desde que se haya producido el 
conocimiento real o presunto del hecho que da base a la acción (el siniestro, el 
impago de la prima, el incumplimiento de la garantía, (...), al paso que la 

extraordinaria, justamente por ser objetiva, correrá sin consideración alguna el 

precitado conocimiento. De allí que, expirado el lustro, indefectiblemente, irrumpirán 

los efectos extintivos o letales inherentes a la prescripción en comento (…)”27 

 
27 Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Civil. Sentencia del 19 de febrero de 2002. MP: Dr. Nicolás Bechara Simancas.  
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(Subrayado fuera del texto original)   
  

Por lo anterior y sin perjuicio de las excepciones propuestas anteriormente, y sin que con ello se 

esté aceptando responsabilidad alguna por parte de mi prohijada, solicito muy amablemente señor 

Juez, que de conformidad con lo establecido en los artículos 1081 y 1131 del Código de Comercio, 

en el caso en que resulte probado en el transcurso del proceso la configuración del fenómeno de la 

prescripción de las acciones derivadas de la Póliza No. AA067392, la misma salga avante y se 

declare probada  

  

Por las razones expuestas, solicito respetuosamente declarar probada esta excepción.  

 

 

10. EL CONTRATO ES LEY PARA LAS PARTES. 
 
Sin que esta excepción constituya aceptación de responsabilidad alguna, es pertinente mencionar 

que la obligación de la aseguradora sólo nace si efectivamente se realiza el riesgo amparado en la 

póliza y no se configura ninguna de las causales de exclusión o de inoperancia del contrato de 

seguro, convencionales o legales. Esto significa que la responsabilidad se predicará cuando el 

suceso esté concebido en el ámbito de la cobertura del respectivo contrato, según su texto literal y 

por supuesto la obligación indemnizatoria o de reembolso a cargo de mi representada se limita a la 

suma asegurada, además de que son aplicables todos los preceptos que para los seguros de daños 

y responsabilidad civil contiene el estatuto mercantil, que en su Art. 1079 establece que “(…) El 

asegurador no estará obligado a responder sino hasta concurrencia de la suma asegurada (…)”. 

Por lo que el Despacho tendrá que resolver la relación sustancial que vincula a mi mandante con 

este proceso en atención a las condiciones de los aseguramientos por ella expedidos.  

 

Se hace imprescindible destacar que la obligación del asegurador no nace en cuanto no se cumple 

la condición pactada de la que pende para su surgimiento, condición esa que es la realización del 

riesgo asegurado o siniestro, o sea que el evento en cuestión efectivamente esté previsto en el 

amparo otorgado, siempre y cuando no se configure una exclusión de amparo u otra causa 

convencional o legal que la exonere de responsabilidad, por ende la eventual obligación 

indemnizatoria está supeditada al contenido de cada póliza, es decir a sus diversas condiciones, al 

ámbito del amparo, a la definición contractual de su alcance o extensión, a los límites asegurados 

para cada riesgo tomado, etc.  

 

La póliza utilizada como fundamento contractual de la convocatoria, como cualquier contrato de 

seguro, se circunscribe a la cobertura expresamente estipulada en sus condiciones, las que 

determinan el ámbito, extensión o alcance del respectivo amparo, así como sus límites, sumas 

aseguradas, deducibles (que es la porción que de cualquier siniestro debe asumir la entidad 

asegurada), las exclusiones de amparo, la vigencia, etc., luego son esas condiciones las que 
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enmarcan la obligación condicional que contrae el asegurador y por eso el Juzgador debe sujetar 

el pronunciamiento respecto de la relación sustancial, que sirve de base para vincular a mi 

mandante en esta causa, al contenido de las condiciones de la póliza. 

 

Consecuentemente la posibilidad de que surja responsabilidad de la aseguradora depende 

rigurosamente de las diversas estipulaciones contractuales, ya que su cobertura exclusivamente se 

refiere a los riesgos asumidos, según esas condiciones y no a cualquier evento, ni a cualquier riesgo 

no previsto convencionalmente, o excluido de amparo; por ello, al no haberse demostrado la 

existencia de un contrato de seguro vigente, o que cumpliera con los presupuestos de su modalidad 

de cobertura temporal, ni haberse demostrado además la realización del evento asegurado, 

inadmisible resultaría que, con fundamente en los hechos que hoy son objeto de litigio, se afecte la 

póliza vinculada y se le exija a mi mandante pago indemnizatorio alguno. 

 

Ciertamente, su afectación es improcedente en este caso toda vez que, de conformidad con lo ya 

ampliamente explicado no se cumplen los presupuestos de la responsabilidad civil extracontractual 

y, aún si se hallaren probados, no se acreditó la ocurrencia del riesgo trasladado a la Compañía. 

Así entonces, como no se reúnen los requisitos de la responsabilidad en cabeza de la asegurada a 

la evidencia obrante en el plenario, no se puede predicar responsabilidad en cabeza de la entidad 

y, consecuentemente de mi representada.  

 

En este orden de ideas, solicito respetuosamente declarar probada esta excepción. 

 
11. GENÉRICA O INNOMINADA Y OTRAS 

 

Conforme a lo dispuesto en el artículo 282 del Código General del Proceso28, solicito sea declarada 

cualquier otra excepción que resulte probada en el curso del proceso, ya sea frente a la demanda 

o al contrato de seguro utilizado para convocar a mi representada al presente litigio mediante acción 

directa. 

 

CAPÍTULO III 
 

I. PRONUNCIAMIENTO FRENTE A LAS PRUEBAS DEL EXTREMO ACTOR 
 

1. FRENTE A LA “PRUEBA DE OFICIO”:  

 
28 Artículo 282. Resolución sobre excepciones. En cualquier tipo de proceso, cuando el Juez halle probados los hechos que constituyen 
una excepción deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia, salvo las de prescripción, compensación y nulidad relativa, que deberán 
alegarse en la contestación de la demanda. 
Cuando no se proponga oportunamente la excepción de prescripción extintiva, se entenderá renunciada. 
Si el Juez encuentra probada una excepción que conduzca a rechazar todas las pretensiones de la demanda, debe abstenerse de 
examinar las restantes. En este caso si el superior considera infundada aquella excepción resolverá sobre las otras, aunque quien la 
alegó no haya apelado de la sentencia. 
Cuando se proponga la excepción de nulidad o la de simulación del acto o contrato del cual se pretende derivar la relación debatida en 
el proceso, el Juez se pronunciará expresamente en la sentencia sobre tales figuras, siempre que en el proceso sean parte quienes lo 
fueron en dicho acto o contrato; en caso contrario se limitará a declarar si es o no fundada la excepción. 
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Me opongo a la declaratoria de esta prueba comoquiera que, en virtud de lo preceptuado en el 

artículo 173 del Código General del Proceso, el extremo demandante está en la obligación de 

incorporar en el plenario, todas las pruebas que pretenda hacer valor dentro del debate procesal, 

sin que sea posible delegar dicha actividad demostrativa al Juzgado; así lo indica la norma:  

  

“(…) Artículo 173. Oportunidades probatorias  

Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, practicarse e 

incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señalados para ello 

en este código.  

En la providencia que resuelva sobre las solicitudes de pruebas formuladas por las 

partes, el juez deberá pronunciarse expresamente sobre la admisión de los 

documentos y demás pruebas que estas hayan aportado. El juez se abstendrá de 
ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho 
de petición, hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la 

petición no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse sumariamente (…)” 

Negrilla de autoría.   

  

La norma citada es clara en advertir que, sin lugar a que existan dudas sobre esta carga procesal, 

es a la parte interesada a quien atañe la obligación de obtener los documentos que pretende hacer 

valer como prueba. En este caso, los accionantes tenían el deber de conseguir y aportar los 

elementos de convicción que acreditaran sus aseveraciones al expediente junto con el documento 

contentivo de la escrito demandatorio; esta, de ninguna manera es una carga que se pueda endilgar 

o trasladar al Despacho judicial, siendo claro cómo no obra al interior del expediente derecho de 

petición mediante la cual la parte demandante hubiera pretendido la obtención de las piezas a los 

a la Secretaria de Tránsito de Yumbo y a la Fiscalía 114 Seccional Yumbo – Valle.  

 

 

II. MEDIOS DE PRUEBA SOLICITADOS Y APORTADOS POR LA EQUIDAD 
SEGUROS GENERALES O.C. 

 

1. DOCUMENTALES 
1.1. Contrato de seguro denominado Póliza de Seguro Trans. Log. De Mercancías No. 

AA067392, en la que se encuentran contenidas las condiciones particulares de dicha 

póliza. 

1.2. Condiciones generales del contrato de seguro denominado Póliza de Seguro Trans. 

Log. De Mercancías No. AA067392, clausulado identificado con el número 

04122015-1501-NT- P-10-0000000000001507.  

1.3. Derecho de petición enviado al VAN DE LEUR TRADING S.A.S, 
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2. INTERROGATORIO DE PARTE 
 

2.1. Comedidamente solicito se cite a la señora ALEXANDRA PATRICIA MENESES, 

para que absuelva el interrogatorio que se le formulará frente a los hechos de la 

demanda, de la contestación, y en general, de todos los argumentos de hecho y de 

derecho expuestos en este litigio. La demandante podrá ser citada en la dirección 

de notificación que relaciona en su libelo. 

 

2.2. Comedidamente solicito se cite al representante legal de VAN DE LEUR TRADING 

S.A.S, a fin de que conteste el cuestionario que se le formulará frente a los hechos 

de la demanda, de la contestación y, en general, de todos los argumentos de hecho 

y de derecho expuestos en este litigio. El demandado podrá ser citado a través de 

su respectivo apoderado y en las direcciones de notificación dispuestos por él en los 

escritos de contestación de la demanda. 

 

2.3. Comedidamente solicito se cite al señor HELIBERTO RIOS RODA., a fin de que 

conteste el cuestionario que se le formulará frente a los hechos de la demanda, de 

la contestación y, en general, de todos los argumentos de hecho y de derecho 

expuestos en este litigio. El demandado podrá ser citado a la dirección de 

notificación que se relaciona en el libelo demandatorio.  

 

3. DECLARACIÓN DE PARTE  
  

De conformidad con lo estipulado en el artículo 198 del Código General del Proceso, solicito se 

decrete la declaración de parte del Representante Legal de LA EQUIDAD SEGUROS GENERALES 

O.C., para que sea interrogado por el suscrito, sobre los hechos referidos en la contestación de la 

demanda y, especialmente, para exponer y aclarar los amparos, exclusiones, términos y 

condiciones de las Pólizas vinculada a este litigio.  

 

4. TESTIMONIALES  
 

4.1. Respetuosamente me permito solicitar se decrete el testimonio de la doctora 

DARLYN MARCELA MUÑOZ NIEVES, identificada con la cédula de ciudadanía 

1.061.751.492 de Popayán, asesora externa de mi representada con el objeto de 

que se pronuncie sobre los hechos narrados en la demanda, así como de los 

fundamentos de hecho y derecho sobre la Póliza de Seguro. Este testimonio se 

solicita igualmente para que deponga sobre las condiciones particulares y generales 

de la Póliza, sobre la ausencia de cobertura temporal y material, y en general, sobre 

las excepciones propuestas frente a la demanda.    
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Este testimonio es conducente, pertinente y útil, ya que puede ilustrar al Despacho 

acerca de las características, condiciones, tratativas preliminares, vigencia, 

coberturas, entre otros, del Contrato de Seguro objeto del presente litigio. La testigo 

puede ser citada en la Carrera 2 Bis No. 4-16 de Popayán, o en la dirección 

electrónica darlingmarcela1@gmail.com    

 

4.2. Solicito respetuosamente se decrete el testimonio del Agente de Tránsito, HAROLD 
ANDRÉS DOMINGUEZ COOLLAZOS, identificado cédula 1.118.303.686 con placa 

057 adscrito a la Secretaría de Tránsito Municipal de Yumbo, quien fue el agente 

que suscribió el respectivo informe de Tránsito, No. A76892000.  

 

Este testimonio se solicita igualmente para que ratifique y explique al despacho, 

sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar de los hechos; las convenciones 

plasmadas en el informe de Transito referido a este Accidente, así como indicar que 

análisis realizó para determinar que la hipótesis del accidente descrita en el IPAT. 

Este testigo podrá ser citado en la Secretaría de Tránsito Municipal de Yumbo, Valle, 

ubicada en la Carrera 40 #11–133 | Menga-1, al teléfono 3183084352, o al correo 

stransito@yumbo.gov.co; contactenos@yumbo.gov.co  

 

5. EXHIBICIÓN DE DOCUMENTOS  
 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 265 y siguientes del C.G.P., comedidamente ruego 

se ordene a la sociedad VAN DE LEUR TRADING S.A.S, para que, con destino al presente proceso, 

remita en la oportunidad procesal pertinente todas las pólizas con las que cuente el vehículo de 

placas VMU-212  

 

La exhibición de estos documentos resulta fundamental para garantizar una defensa adecuada en 

el proceso, ya que permitirá determinar si existen otras pólizas que cubran el vehículo frente a los 

hechos ocurridos el 27 de abril de 2020, estableciendo así una claridad necesaria sobre el alcance 

y el tipo de coberturas vigentes para dicho automotor. Tener acceso a esta información es 

indispensable para evaluar las condiciones de cobertura aplicables, lo cual incide directamente en 

la delimitación de responsabilidades y posibles indemnizaciones, facilitando una respuesta más 

precisa y fundamentada a las pretensiones de la parte demandante. VAN DE LEUR TRADING S.A.S 

puede ser notificada a través del correo electrónico: fernandocatano@hotmail.com y 

grupovdl@vdl.com.co  

 

 

6. DICTAMEN PERICIAL 
 

Comedidamente anuncio que me valdré de un dictamen pericial de reconstrucción de accidentes 

mailto:darlingmarcela1@gmail.com
mailto:stransito@yumbo.gov.co
mailto:contactenos@yumbo.gov.co
mailto:fernandocatano@hotmail.com
mailto:grupovdl@vdl.com.co
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de tránsito a fin de ofrecer al despacho una ampliación frente a las circunstancias en las cuales se 

presentó el accidente, realizando un análisis exhaustivo y detallado de las pruebas que obran en el 

expediente, para finalmente realizar un estudio de los factores que, según su experticia, determinen 

la causa eficiente del mismo. 

 

El medio de prueba anunciado es conducente, pertinente y útil, por cuanto pretende ilustrar al 

despacho, de forma técnica y científica, sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que 

ocurrieron los hechos del 27 de abril de 2020. Dicha prueba pericial se solicita y se anuncia de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 227 del Código General del Proceso, pues a la fecha no 

me es posible aportarla dada la complejidad técnica del mismo, además, el término de traslado no 

fue suficiente para elaborar y aportar el dictamen pericial 

 

En virtud de lo anterior, respetuosamente solicito al despacho que se le conceda a mi representada 

un término no inferior a dos (2) meses con el fin de aportar dictamen pericial realizado por un perito 

experto en el tema, el anterior término se justifica teniendo en cuenta la complejidad de dicho 

dictamen, pues se hace necesario realizar un estudio minucioso a fin de lograr la reconstrucción 

requerida.   

 

 

III. ANEXOS 
 

1. Los relacionados en el acápite de pruebas.  

2. Certificado de existencia y representación legal de LA EQUIDAD SEGUROS GENERALES O.C, 

3. Escritura pública No. 2779 del 02 de diciembre de 2021 otorgada ante la notaría décima del 

círculo de Bogotá D.C.  

 
 

NOTIFICACIONES 
 

La parte actora en la dirección consignada en el escrito demandatorio.  

 

Los demás demandados y el llamante en garantía, en la dirección que indiquen en sus respectivas 

contestaciones. 

 

Mi representada LA EQUIDAD SEGUROS GENERALES O.C. en la en la Carrera 9ª No. 99 – 07, 

P. 12 - 13 - 14 – 15 de la ciudad de Bogotá. Correo electrónico: 

notificacionesjudicialeslaequidad@laequidadseguros.coop 

 

Por parte del suscrito en la Avenida 6 A Bis No. 35N–100 Oficina 212 de la ciudad de Cali; correo 

electrónico notificaciones@gha.com.co 

mailto:notificacionesjudicialeslaequidad@laequidadseguros.coop
mailto:notificaciones@gha.com.co
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Cordialmente,   

  

  

 
GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA.  
C.C. No. 19.395.114 de Bogotá, D.C.  

T.P. 39.116 el C.S. de la Judicatura.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


